
ACTA n.° 03-2010

CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, San José , a las nueve horas y cinco minutos, del 02 de junio del año dos mil diez. Se inicia la presente sesión ordinaria con la asistencia del  Mag. Ana Virginia Calzada Miranda, presidenta, quien preside; el Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, la Licda. Lilliam Gómez Mora en representación del Ministerio Público;  la Licda. Olga Fallas Ulloa en representación de la jefa de la Defensa Pública; el M.Ba. Francisco Arroyo Meléndez, jefe del Departamento de Gestión Humana;  el Dr. Rafael Ángel Sanabria Rojas, juez  del Tribunal de Casación Penal; el Lic. Francisco Segura Montero, subdirector del Organismo de Investigación Judicial, el Dr. Víctor Ardón Acosta, juez del Tribunal Superior de Trabajo y la señora Aida Cristina Sinclair Myers, secretaria de la Escuela Judicial. 
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ASUNTOS

1. Aprobación del acta n.º 02-2010 del diecisiete de febrero del 2010.  

2. Oficio N° 2897-10 de la Secretaría de la Corte, del 18 de marzo de 2010, en donde se transcribe acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión nº.18-10 del 25 de febrero del  2010, ARTÍCULO XLIV, “[...]Con respecto a las observaciones dadas por los integrantes del Consejo Superior en cuanto a los planes de capacitación de la Defensa Pública, Ministerio Público, Departamento de Personal, Organismos de Investigación Judicial y Escuela Judicial 2010, las y los miembros del Consejo Directivo señalaron que”[...];  “Se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial. 2.) Reiterar a dicho Consejo el interés de continuar con el desarrollo de los objetivos estratégicos referentes a las actividades de capacitación y de sensibilización de las políticas para una atención más humanizada, accesibilidad y atención de población vulnerable a las personas usuarias.”

3. Oficio N° 2804-10 de la Secretaría de la Corte, del 16 de marzo de 2010, en donde se transcribe acuerdo tomado por la Corte Plena en la sesión nº.07-10 del 01 de marzo del  2010, ARTÍCULO XX, que; “Se dispuso: Tomar nota de lo resuelto por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y autorizar al doctor Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, para que participe en las negociaciones respecto a la creación del Centro de Formación y Capacitación Judicial para América Latina en nuestro país, que se da cuenta.”

4. Oficio N° 1830-10 de la Secretaría de la Corte, del 17 de febrero de 2010, en donde se transcribe acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión nº. 10-10 del 04 de febrero del 2010, ARTÍCULO IV, [...]Al respecto, el doctor Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, en correo electrónico dirigido a los empleados del Poder Judicial, aclaró que la matrícula para todos los cursos y programas contenidos en el Plan de Capacitación 2010, divulgados recientemente, se realizarán en las fechas que se indicarán en cada convocatoria. Por lo que en la actualidad, no se está en período de matrícula de ninguna actividad académica. Asimismo, comunicó que las convocatorias para los cursos se anunciarán por medio del Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, así como en las pizarras informativas en todo el país. A esos efectos, el señor Presidente, Magistrado Mora y las Integrantes Lupita Chaves Cervantes y Milena Conejo Aguilar, someten a consideración el acuerdo tomado en sesión Nº 109-09 del 13 de diciembre del 2009, artículo XLV, por cuanto consideran que sería conveniente que las capacitaciones se desarrollen según las necesidades de cada despacho y no por concursos abiertos dirigidos a toda la población judicial, lo anterior a fin de dar un mayor seguimiento y evaluación del impacto de estas. “Se acordó: 1.) Acoger la gestión presentada por el señor Presidente, Magistrado Mora y las Integrantes, licenciadas Lupita Chaves Cervantes y Milena Conejo Aguilar, en consecuencia, reiterar al Consejo Directivo y a la Escuela Judicial lo dispuesto en la sesión N° 65-09 del 25 de junio del 2009, artículo LXXV, en que se dispuso que el diseño de los cursos debe responder a  necesidades que se han detectado, cuyo fin sea corregir las falencias y errores en que están incurriendo los despachos judiciales.  A esos efectos la Contraloría de Servicios y el Tribunal de la Inspección Judicial pondrán en conocimiento de la citada Escuela, para su valoración  informes o estadísticas de despachos que por quejas u otras situaciones detectadas, podrían ser considerados en el grupo de jueces o juezas a capacitar y de personal auxiliar para los efectos del Departamento de Personal. 2.) Deberá la Escuela Judicial seleccionar a los servidores y servidoras que asistirán a las capacitaciones en razón de sus funciones y según las necesidades de cada despacho, así como el número y fecha de las capacitaciones a las que deberán asistir, igualmente el instrumento para evaluar el impacto de la capacitación. 3.) Al gestionar ante este Consejo el permiso de asistencia de cada servidor que asistirá al curso, deberá adjuntar  la información sobre el número de cursos a los cuales ha asistido en el año lectivo. 4.) Comunicar a las Unidades de capacitación, sino se incluye en las solicitudes el registro de capacitaciones a que han asistido los servidores y servidoras propuestas, no se dará la autorización para que asistan a la actividad.”

5. El M.Sc. Marvin Salas Zúñiga, jefe del Departamento de Ciencias Forenses, remite el documento denominado “Solicitud de autorización Maestría de Ciencias Forenses, Universidad Nacional, Campus Omar Dengo, Sistema de Estudios de Posgrado, Escuela de Quimíca, Programa de Maestría en Ciencias Forenses, Comisión Curricular:  M.Sc. Marvin Salas Zuñiga, Dr. Juan Valdés González, M.Ba. Mauricio Chacón Hernández,  M.Sc. Guillermo Thiele Mora, Lic.. Rosa Alfaro Solís, Heredia, Costa Rica, 2010”, para poner en conocimiento de los miembros de este Consejo, el feliz logro de dicha maestra, el que será de mucha utilidad para el Departamento a su cargo. 

6. Oficio de la Comisión contra el Hostigamiento Sexual en el Poder Judicial al Consejo Directivo, en donde solicitan aprobación de propuesta de capacitación en Hostigamiento Sexual y Acoso Laboral.

7. Oficio N° 4210-10 de la Secretaría de la Corte, del 11 de mayo de 2010, en donde se transcribe acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión nº.39-10 del 22 de abril del 2010, ARTÍCULO XXXIII, que; “SE DISPONE:  “Comisionar al doctor Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, para que transmita al Consejo Directivo de la Escuela Judicial a fin de que presente a este Consejo una propuesta que de forma integral contenga  las políticas de capacitación judicial con el fin de organizar y unificar los esfuerzos que se realizan, y que las unidades de capacitación y demás instancias que correspondan se rijan por las mismas reglas, las cuales deberán ser difundidas para garantizar su  cumplimiento.”

8. Exposición de Lic. Francisco Segura Montero, subdirector general del O.I.J., sobre la necesidad de incorporar al programa de capacitación del O.I.J., los temas sobre “La Escena de Crimen y Penal Juvenil”

9. Revisión y aprobación del Reglamento de Práctica Tutelada, programa FIAJ.

10. Propuesta del Enfoque Metodológico de Isidora y Marisol. Versión final para Consejo Directivo.

11. Asuntos Varios.
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ARTÍCULO I

Aprobación del acta n.º 02-2010 del diecisiete de febrero del 2010.
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ARTÍCULO II

La Licda. Silvia Navarro Romanini, secretaria general Corte Suprema de Justicia, en oficio n° 2897-10 del 18 de marzo de 2010, suscrito a la señora Magistrada Licda. Ana Virginia Calzada Miranda, presidenta Consejo Directivo de la Escuela Judicial, indica lo siguiente:


Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 18-10 celebrada el 25 de febrero en curso, que literalmente dice:

“ARTÍCULO XLIV

El doctor Marvin Carvajal, Director de la Escuela Judicial, en oficio N° 008-CD/EJ-10 de 29 de enero último, recibido el 17 de febrero en curso, remitió a conocimiento de este Consejo, el  acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en la sesión  N° 01-10 celebrada el  20 de enero citado, artículo IV, que en lo conducente literalmente dice:

“[…]

Con respecto a las observaciones dadas por integrantes del Consejo Superior en cuanto a los planes de capacitación de la Defensa Pública, Ministerio Público, Departamento de Personal, Organismo de Investigación Judicial y Escuela Judicial del 2010, las y los miembros del Consejo Directivo señalaron lo siguiente:

El Dr. Marvin Carvajal, director de la Escuela Judicial, indicó que en cuanto al tema de la evaluación de las capacitaciones recibidas, este año se iniciará, pues las autoridades respectivas finalmente aprobaron el perfil de la plaza destinada a esa labor. No obstante, es ilógico pensar siquiera en la posibilidad de suspender la capacitación mientras se evalúa si funcionó o no durante los cinco últimos años. El deber de la Escuela es dar una capacitación continua al personal. Considera que el proceso de evaluación es muy importante y la Escuela se lo debe a la institución. Estima que los resultados serán muy favorables, debido a la seriedad con que se ejecuta el trabajo. Más bien la evaluación lo que va a demostrar es la necesidad de fortalecer a la Escuela y a las Unidades de Capacitación. Está totalmente de acuerdo con doña Lupita en fomentar la evaluación del impacto de la capacitación.

Menciona que el procedimiento para la creación del Plan de Trabajo es enteramente participativo. Desde mediados del año anterior, los directores de la Escuela se reúnen con las diversas comisiones temáticas. Asimismo, consultan a las sedes regionales de la Escuela para la elaboración de su plan. Además, se llevan a cabo diagnósticos de necesidades de capacitación, los cuales recogen precisamente el criterio de las personas destinatarias de los procesos de capacitación, y no únicamente de sus jefaturas. 

REUNIONES CON COMISIONES-2009

Comisión de la Jurisdicción Contencioso Administrativo, Magistrado Oscar González, Sala Segunda. Martes 22-09-09 a las 10:30 a.m.

Comisión de Género,

 Secretaría de Género. No hubo

Comisión de la Jurisdicción Civil

 Magistrado Luis Gmo. Rivas Loáciga, Sala Primera. Viernes 06 de noviembre a las 1:00 p.m.

Comisión de la Jurisdicción Agraria,

 Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, Sala Segunda . Viernes 18 de setiembre a las 2:00 p.m.

Comisión de la Jurisdicción Penal y de Tránsito,

 Magistrado José Manuel Arroyo, Sala Tercer . Martes 13 de octubre a las 1:30 p.m. Y Viernes 06 de noviembre a las 1:00 p.m.

Comisión de la Jurisdicción Laboral,

 Magistrado Julia Varela Araya, Sala Segunda. Jueves 03 de setiembre a las 3:00 p.m.

Comisión de la Jurisdicción de Familia,

Violencia Doméstica y Menores, Magistrada Eva Camacho, Sala Segunda. Miércoles 09 de setiembre a las 2:00 p.m.

Comisión de Oralidad,

Magdos. Luis Gmo Rivas-José Manuel Arroyo. Se abarco en Penal

Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar,

Licda. María Elena Gómez Cortés, Tribunal Penal de San José-Sala Tercera. Pendiente

Comisión de Formación y Rescate de Valores Morales, Cívicos y Religiosos del Poder Judicial, 

Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, Sala Primera . Martes 08 de setiembre a las 1:30 p.m.

Comisión de Accesibilidad,

Magistrada Anabelle León Feoli, Sala Primera. Lunes 28 de setiembre a las 8:30 a.m.

Comisión de Asuntos Ambientales

Mag. Escoto , González y Varela y el Suplente Carlos Manuel Estrada Navas CP14-08-05-5-2008VI. Martes 22 de setiembre a las 10:30 a.m.

Con respecto a la incorporación de los demás temas sugeridos por doña Lupita, aclara que son temas que la Escuela y las Unidades han venido incorporando dentro sus planes en los últimos años, tanto transversalmente, como a través de actividades concretas. Además, cuentan con políticas formuladas por el Consejo Directivo y aprobadas por Corte desde hace más de un año, que establecen obligaciones análogas. Agregó que permanentemente, se deben revisar los planes para ver si están acordes con la política institucional de género, accesibilidad, valores, entre otros, pero que es un trabajo que la Escuela y las unidades han tomado muy en serio.

Que en cuanto al uso de la tecnología, menciona que se ha reiterado en varios acuerdos del Consejo Superior. Sin embargo, estima que el uso de las videoconferencias es útil para varias actividades, pero para otras no tanto, ya que cada una tiene, por consideraciones de orden metodológica, diferentes formas de ejecución. Considera que la videoconferencia no necesariamente la herramienta más útil en todos los casos, además, que existe limitaciones ya que en la institución se utiliza para los juicios y debates, por consiguiente, no se tiene la potestad de suspender o pedir que se deje de usar por un curso de la Escuela. No obstante, considera que se debe fomentar al máximo el uso de las tecnologías, tal y como ha venido haciendo la Escuela en los últimos tiempos. En cuanto al programa de Especialización en Penal, se está trabajando casi por completo en forma virtual y ello hace que el desplazamiento de las personas mucho menor, pero que no se pueden convertir todas las capacitaciones de la Escuela y Unidades en virtuales. Se trata de una decisión metodológica, no de mera política educativa.

El Dr. Rafael Ángel Sanabria, comparte lo antes señalado por el Dr. Carvajal y considera muy importante el tema de la evaluación, es importante saber si lo que se está invirtiendo esta o no dando resultados y hay muchas metodologías para hacerlo.

La Mag. Ana Virginia Calzada considera importante que se realice una nota aclaratoria ante Consejo Superior de como se está trabajando, que efectivamente la Escuela está como cualquier otro Departamento del Poder Judicial, sujeto a una evaluación. Que se está implementado y que las cosas se han venido desarrollando y funcionando de cierta manera con base en un plan integral. 

Se considera que aunque el Consejo Superior no ha establecido una fecha para la remisión de los planes de capacitación a dicho órgano, que por parte del Consejo Directivo de la Escuela se ha remitido oportunamente estos planes para su conocimiento y aprobación. Que para este año se espera remitir el plan del 2011 a finales de octubre para su aprobación.

La Mag. Calzada considera que muchos de los problemas que se mencionan son integrales, no exclusivos de la Escuela y que provienen desde el proceso de la selección del personal hasta la forma en que se toman muchas de las decisiones institucionales.

-0-

SE ACUERDA: Tomar nota del acuerdo del Consejo Superior y comunicarle las consideraciones contenidas en este acuerdo del Consejo Directivo. ACUERDO FIRME.
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En sesión Nº 109-09 celebrada el 3 de diciembre del 2009, artículo XLV, se acogieron los planes de capacitación de la Defensa Pública, Ministerio Público, Departamento de Personal, Organismo de Investigación Judicial y Escuela Judicial, para ser desarrollados en el 2010, en la forma propuesta. Se hizo de conocimiento de los despachos citados, que es interés de este Consejo que se continuara con el desarrollo de los objetivos estratégicos con lo que se refiere a actividades de capacitación y de sensibilización referentes a políticas para una atención más humanizada, accesibilidad y atención de población vulnerable a las personas usuarias.


Se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial. 2.) Reiterar a dicho Consejo el interés de continuar con el desarrollo de los objetivos estratégicos referentes a las actividades de capacitación y de sensibilización de las políticas para una atención más humanizada, accesibilidad y atención de población vulnerable a las personas usuarias”
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SE ACUERDA: Tomar nota del anterior acuerdo.  ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO III

La Licda. Silvia Navarro Romanini, secretaria general Corte Suprema de Justicia, en oficio n° 2804 10 del 16 de marzo de 2010, suscrito a la Señora Magistrada Licda. Ana Virginia Calzada Miranda, Presidenta Consejo Directivo de la Escuela Judicial, indica lo siguiente:

Muy respetuosamente le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión Nº 07-10 celebrada el 1° de marzo del año en curso, que literalmente dice:

“ARTÍCULO XX

En sesión Nº 04-09 celebrada el 2 de febrero de 2.009, artículo XX, se acordó solicitar al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, se pronunciara en cuanto a la solicitud formulada por el Magistrado Vega de constituir en la Ciudad de San Joaquín de Flores un Centro de Formación y Capacitación Judicial de la Escuela Nacional de la Magistratura de Francia para América Latina.

En oficio Nº EJ-DIR-053-10 de 16 de febrero último, el doctor Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, manifestó:

“En relación con lo solicitado por la Corte Plena en sesión celebrada el 2 de febrero de 2009, artículo XX, en donde se acordó: solicitar al Consejo Directivo de la Escuela Judicial se pronunciara en cuanto a la solicitud formulada por el Magistrado Vega de constituir en la Ciudad de San Joaquín de Flores un Centro de Formación y Capacitación Judicial de la Escuela Nacional de la Magistratura de Francia para América Latina., comunicamos que debido a posible fallo en el sistema de remisión de correspondencia del Poder Judicial, el acuerdo de la sesión Nº 03-2009 del once del febrero del año dos mil nueve, artículo IV, no llegó a sus destinatarios finales, por tanto, para el conocimientos de las señoras y señores de la Corte Plena, se adjunta dicho acuerdo. 

El Mag. Rolando Vega Robert, de la Sala Segunda, Corte Suprema, en correo electrónico del 21 de enero de 2009, enviado a la Mag. Ana Virginia Calzada, indica lo siguiente:

“En diciembre presenté a la Corte una iniciativa sobre la posibilidad de crear en nuestro país un eventual Centro de Formación y Capacitación Judicial para América Latina de la Escuela Nacional de la Magistratura de Francia.

En algún momento el año pasado, Marvin me incitó a pensar en alguna posibilidad de este tipo ante la cooperación española. Lo vi poco probable porque se acaba de inaugurar otro Centro en Uruguay y acá en Centroamérica tenemos el de Antigua Guatemala. Ya existen cuatro en total y son de la AECI (Gobierno Español).

Pensé en que habían mejores oportunidades con la ENM de Francia y concebirlo como un Centro especializado sólo para temas relacionados con justicia. En noviembre tuve ocasión de conversarlo en París con el sub-Director de la ENM y con gente de la Cooperación Francesa y les gustó muchísimo la idea. Les llevé fotografías y videos de la Escuela Judicial nuestra y de la finca La Soledad. Tienen ya algo en los países árabes y les encantaría hacerlo en América Latina, máxime con un concepto ecológico como el que podemos ofrecer además de todas las otras ventajas que podemos brindar. Además, con la posibilidad de construir alojamiento con todas las comodidades en una propiedad de 35 hectáreas bañada por ríos, cataratas, nacientes de agua, mariposario, vivero, lago, con senderos etc.

Incluí este tema como parte de mi informe a la Corte sobre el viaje a Francia. La propuesta de acuerdo va en el sentido de pedirle al Consejo Directivo de la Escuela que se pronuncie antes al respecto. Esa consulta me parece muy necesaria formalmente, ya que informalmente, ya se había conversado sobre el tema.

Ojalá pudieran reunirse pronto y ver el asunto ya que los franceses quieren concretar una misión para febrero o marzo. Antes de eso, la Corte tendría que tener algún pronunciamiento con base en la recomendación o criterio de ustedes como Consejo Directivo de la escuela. Quedo a la espera. Muchas gracias.
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SE ACUERDA: Este Consejo avala la posibilidad de la creación de un eventual Centro de Formación y Capacitación Judicial para América Latina en nuestro país, por parte de la Escuela Nacional de la Magistratura de Francia. Considera que será de gran beneficio para el Poder Judicial de Costa Rica así como una oportunidad de capacitación de alto nivel en nuestra área. También se propone al Dr. Marvin Carvajal, director de la Escuela Judicial de Costa Rica, para que participe en las negociaciones que se estén dando al respecto. Comuníquese la Corte Plena para su conocimiento. ACUERDO FIRME.

Lamentamos profundamente el atraso en la comunicación de este acuerdo.”
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Se dispuso: Tomar nota de lo resuelto por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y autorizar al doctor Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, para que participe en las negociaciones respecto a la creación del Centro de Formación y Capacitación Judicial para América Latina en nuestro país, que se da cuenta.”
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La Licda. Olga Fallas Ulloa, informó que la Licda. Marta Iris Muñoz Cascante, jefa de la Defensa Pública, le solicito transmitir el siguiente mensaje a los miembros de este Consejo, en el sentido de que le parecía muy buena la idea de que Costa Rica pudiera llegar a ser la posible sede del Centro de Formación y Capacitación Judicial para América Latina, asimismo, que este era un proyecto muy ambicioso el cual consideraba que sería muy beneficiado para el país, por consiguiente, recomienda que se continúe con los procedimientos correspondientes por parte del Poder Judicial para que dicho proyecto sea posible.

-0-

SE ACUERDA: Tomar notar del anterior acuerdo del Consejo Superior y de la observación de la Licda. Marta Iris Muñoz Cascante, jefa de la Defensa Pública.  ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO IV

La Filadelfa Calvo Aguilar, Prosecretaria General, Corte Suprema de Justicia, en oficio n° 1830-10 del 17 de febrero de 2010, suscrito al Dr. Marvin Carvajal Pérez, Director, Escuela Judicial, indica lo siguiente:


Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 10-10 celebrada el 04 de febrero del año en curso, que literalmente dice:

“ARTÍCULO IV

En sesión N° 65-09 celebrada el 25 de junio del 2009, artículo LXXV, se dispuso –entre otros- que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial procurara que las convocatorias sean concretas a servidores y servidoras que lo requieran en razón de sus funciones, y no abiertas, con el fin de que la capacitación incida en los resultados que se esperan, de mejoramiento en el  servicio que se presta.

Posteriormente, en sesión Nº 109-09 celebrada el 13 de diciembre del 2009, artículo XLV, se conoció el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en sesión Nº 07-09 del 23 de noviembre de ese año, artículo II, referente a los planes anuales de trabajo 2010 de la Defensa Pública, Ministerio Público, Departamento de Personal, Organismo de Investigación Judicial y de la Escuela Judicial. A esos efectos se tomó el acuerdo que en lo conducente dice:

“Manifiesta la integrante Chaves Cervantes, que considera conveniente que las capacitaciones se desarrollen según las necesidades del personal y no se limiten solamente a la visión de las jefaturas. Asimismo, estima que deberían tomarse en cuenta temas relacionados con las políticas públicas aprobadas por Corte Plena y el Consejo Superior como, humanización de los servicios públicos, derechos de las personas usuarias, trabajo en equipo, acceso a la justicia, y atención de personas vulnerables, por lo que recomienda que estas y otras capacitaciones se desarrollen utilizando los equipos de videoconferencia, con el fin de evitar traslados de servidores judiciales, así como para reducir el gasto presupuestario en pago de viáticos y sustituciones. Al propio tiempo, hace una instancia al Ministerio Público para que incluya dentro de las capacitaciones el uso de la videoconferencia. Por otro lado, señala que los planes de capacitación deberían de adjuntar un plan de seguimiento, con el fin de verificar en la zona el impacto que tuvo la capacitación recibida, así como que cada Comisión de este Poder de la República, elabore al mismo tiempo el plan de capacitación a ejecutar con anticipación para el siguiente año, y sea canalizada su aprobación con la debida anticipación, ello con el fin de lograr un plan integral de capacitación institucional.

Manifiesta el licenciado Alfredo Jones León, Director Ejecutivo, que por tesis de principio considera que la capacitación es una actividad que toda organización debe llevar a cabo para mantener actualizado a su personal en el desarrollo de las funciones encomendadas y por ende es una inversión que debe producir réditos e igualmente que la Escuela y las diferentes dependencias que ejecutan actividades de capacitación realizan los esfuerzos necesarios para lograr resultados, no obstante, conforme lo ha venido sosteniendo en otras instancias y oportunidades, en el caso particular del Poder Judicial la asignación anual de recursos es considerable y no necesariamente se están viendo los resultados en los diferentes ámbitos. Estima por tanto, que ha llegado el momento de hacer un alto en el camino y realizar un proceso de evaluación dirigido y participativo, que permita determinar con mayor precisión cuál es el impacto que ha tenido el proceso de capacitación a lo largo de los últimos 5 años, por ejemplo, en la mejora continua y efectiva de la función encomendada al Poder Judicial en sus diferentes ámbitos y definir la estrategia de la forma en que se deben dirigir los recursos –de por si escasos- en las actividades de capacitación, respondiendo a un plan integral de corto, mediano y largo plazos. En el tanto se realiza este proceso de evaluación deben suspenderse las actividades de capacitación. 

Se dispuso: 1.) Tomar nota de las manifestaciones de la integrante Chaves Cervantes y del licenciado Jones León. 2.) Acoger los planes de capacitación de la Defensa Pública, Ministerio Público, Departamento de Personal, Organismo de Investigación Judicial y Escuela Judicial, para ser desarrollado en el 2010, en la forma propuesta. 3.) Hacer del conocimiento de los despachos citados, que es interés de este Consejo que se continué con el desarrollo de los objetivos estratégicos con lo que se refiere a actividades de capacitación y de sensibilización referentes a políticas para una atención más humanizada, accesibilidad y atención de población vulnerable a las personas usuarias. Al propio tiempo, se les comunica que deberán dar uso de los recursos informáticos como los sistemas de videoconferencias, con el fin de maximizar los recursos y extender los adiestramientos a todas las regiones del país.”
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         Al respecto, el doctor Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, en correo electrónico dirigido a los empleados del Poder Judicial, aclaró que la matrícula para todos los cursos y programas contenidos en el Plan de Capacitación 2010, divulgados recientemente, se realizarán en las fechas que se indicarán en cada convocatoria. Por lo que en la actualidad, no se está en período de matrícula de ninguna actividad académica. Asimismo, comunicó que las convocatorias para los cursos se anunciarán por medio del Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, así como en las pizarras informativas en todo el país.

A esos efectos, el señor Presidente, Magistrado Mora y las Integrantes Lupita Chaves Cervantes y Milena Conejo Aguilar, someten a consideración el acuerdo tomado en sesión Nº 109-09 del 13 de diciembre del 2009, artículo XLV, por cuanto consideran que sería conveniente que las capacitaciones se desarrollen según las necesidades de cada despacho y no por concursos abiertos dirigidos a toda la población judicial, lo anterior a fin de dar un mayor seguimiento y evaluación del impacto de estas. 

Se acordó: 1.) Acoger la gestión presentada por el señor Presidente, Magistrado Mora y las Integrantes, licenciadas Lupita Chaves Cervantes y Milena Conejo Aguilar, en consecuencia, reiterar al Consejo Directivo y a la Escuela Judicial lo dispuesto en la sesión N° 65-09 del 25 de junio del 2009, artículo LXXV, en que se dispuso que el diseño de los cursos debe responder a  necesidades que se han detectado, cuyo fin sea corregir las falencias y errores en que están incurriendo los despachos judiciales.  A esos efectos la Contraloría de Servicios y el Tribunal de la Inspección Judicial pondrán en conocimiento de la citada Escuela, para su valoración  informes o estadísticas de despachos que por quejas u otras situaciones detectadas, podrían ser considerados en el grupo de jueces o juezas a capacitar y de personal auxiliar para los efectos del Departamento de Personal. 2.) Deberá la Escuela Judicial seleccionar a los servidores y servidoras que asistirán a las capacitaciones en razón de sus funciones y según las necesidades de cada despacho, así como el número y fecha de las capacitaciones a las que deberán asistir, igualmente el instrumento para evaluar el impacto de la capacitación. 3.) Al gestionar ante este Consejo el permiso de asistencia de cada servidor que asistirá al curso, deberá adjuntar  la información sobre el número de cursos a los cuales ha asistido en el año lectivo. 4.) Comunicar a las Unidades de capacitación, sino se incluye en las solicitudes el registro de capacitaciones a que han asistido los servidores y servidoras propuestas, no se dará la autorización para que asistan a la actividad.”
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Se aclaró que en cuanto al punto,  tanto la Escuela como las Unidades de Capacitación han estado diseñando sus planes de capacitación de acuerdo con las Unidades correspondientes y que se tendrá en consideración la información de la Contraloría de Servicios y el Tribunal de la Inspección Judicial, la cual será de utilidad para dirigir la selección de las personas para cada curso.

Se solicitó a las Unidades de Capacitación, que cuando gestionen los permisos ante el Consejo Superior, deberán adjuntar los registros de capacitaciones a que han asistido los servidores y las servidoras propuestos.

En cuanto a los posgrados, becas y otros cursos no gestionados por la Escuela Judicial, sino a través del Consejo de Personal, se estimó que para que sea un sólo proyecto, cuyo objetivo es democratizar la capacitación en la institución, debería haber una conexión entre este y la Escuela Judicial. Es por ello, que se aconsejó gestionar  nuevamente ante la Corte, la propuesta de Reglamento de la Escuela en cuanto a la capacitación integral de servidoras y servidores, el cual fue analizado en su momento por el Consejo Consultivo pero sin resolución al respecto. 

Se recomendó que el Dr. Marvin Carvajal revise dicho documento e incorpore los ajustes necesarios.  Este se someterá a la aprobación del Consejo Directivo para su nueva presentación ante la Corte para aprobación. Además, se hizo la observación de que en lo que respecta a los cursos de la Escuela, se está cumpliendo con  no exceder de las 40 horas presenciales, salvo casos excepcionales tales como los programas de Formación General Básica de Juezas y Jueces, Oralidad y temas estratégico para la institución, pero que sin embargo, las servidoras y servidores participan en otros cursos gestionados por otra vía, los cuales, sumados a los de la Escuela exceden las 40 horas.

A modo de control y consulta, se recomienda que con la ayuda informática, se confeccione una ficha por persona con el registro de las horas y los cursos recibidos a través de la Escuela, en donde las Unidades de Capacitación, Consejo Superior y Escuela Judicial podrán tener acceso a ella. Igualmente, según corresponda, se deberá incluir las otras capacitaciones no gestionadas por la Escuela. 

El M.Sc. Francisco Arroyo informó que el Departamento de Gestión Humana cuenta con un módulo en su base de datos, el que considera podría ser  de utilidad para este fin, que únicamente habría que hacer los ajustes de acuerdo a los requerimientos. Por lo tanto, recomendó la coordinación de una reunión entre  las Unidades, para  estandarizar dicha ficha y su ubicación en una base para el acceso de todos los que lo requieran.
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SE ACUERDA: Designar al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial,  para que presente ante este Consejo, una propuesta de reglamento en cuanto a la capacitación integral de las servidores y servidores para el conocimiento de la Corte, que sea de aplicación en la Escuela y las unidades de capacitación. Asimismo, que se coordine lo necesario para la “Ficha para el Registro de Cursos por Persona”, para el uso de las Unidades de Capacitación, Consejo Superior y Escuela Judicial.
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ARTÍCULO V

El Dr. Marvin Carvajal Pérez manifestó que en la sesión n.° 01-2010, del 20 de enero del 2010, ARTÍCULO VIII, este Consejo tomó el acuerdo se extender al doctor Marvin Salas  Zúñiga, una cordial felicitación y se tomar nota  por el logro de la maestría en Ciencias Forenses según el documento denominado “Departamento de Ciencias Forenses O.I.J.,  Universidad Nacional, Campus Omar Dengo, Sistema de Estudios de Posgrado, Escuela de Química, Programa de Maestría en Ciencias Forenses, Comisión Curricular:  M.Sc. Marvin Salas Zúñiga, Dr. Juan Valdés González, M.Ba. Mauricio Chacón Hernández,  M.Sc. Guillermo Thiele Mora, Lic. Rosa Alfaro Solís, Heredia, Costa Rica, 2010”. Sin embargo, el Dr. Salas se reunió con él para agradecer la resolución tomada y para consultarle si este Consejo tendría interés de alguna manera en participar de este proceso, quizás mediante la firma de un convenio de cooperación o que exista una participación activa del Poder Judicial dentro de este programa académico, o sea, un aval por parte del Consejo Directivo.
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SE ACUERDA: Que con respecto a la anterior observación en cuanto a la Maestría de Ciencias Forenses, se traslada para análisis en una próxima sesión de este Consejo. Además, que de previo es importante contar con la observación al respecto, por parte de la Dirección General del O.I.J.  ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO VI

La Comisión contra el Hostigamiento Sexual en el Poder Judicial, en oficio del 27 de mayo del 2010, suscrito a este Consejo, indica lo siguiente:

Luego de un cordial saludo, nos permitimos externarles que la Comisión contra el Hostigamiento Sexual y Acoso Laboral, ha detectado la necesidad de realizar una capacitación respecto del tema de “Hostigamiento Sexual y Acoso Laboral en el Poder Judicial”. 

Con el propósito de maximizar los recursos y siendo que todos los ámbitos del Poder Judicial requieren dicha capacitación hemos elaborado una propuesta de capacitación para todos los sectores del que conforman el Poder Judicial, la cual se justifica de la siguiente manera:

“En muchas ocasiones las correctas relaciones laborales en un determinado espacio de trabajo pueden verse seriamente afectadas por 2 fenómenos perjudiciales:  el hostigamiento sexual y el acoso laboral. Estas situaciones suelen tener una elevada incidencia negativa en la eficiencia en el trabajo y en la motivación de las personas, llegando incluso a causar patologías emocionales y físicas. 

El hostigamiento sexual tiene varias aristas, pero centrando la atención en las relaciones de trabajo podría definirse como aquella conducta (verbal o física) con tintes sexuales dirigida hacia una persona que no la desea, con la posibilidad de provocarle vejaciones físicas, morales y psicológicas, atentando claramente contra su libertad sexual, su intimidad y su dignidad, lo cual redunda en una afectación de las relaciones laborales y todo lo que ello implica (en el caso de una institución como el Poder Judicial estas conductas indeseables afectarán el clima laboral y por ende el servicio   público).

Si bien es cierto que el hostigamiento sexual puede dirigirse tanto a varones como a mujeres, no puede negarse que la gran mayoría de los casos se dan en contra de estas últimas, de ahí que desde una perspectiva de género se le ha calificado como una forma de violencia contra la mujer. En relación con la duración de la conducta o la gravedad de las acciones debe comprenderse que éstas pueden ser sistemáticas o bien podría tratarse de un único evento si este revistió el efecto adverso.

En Costa Rica el hostigamiento sexual está proscrito por ley número 7476, sin embargo no puede negarse que existe una cifra negra considerable que no llega a tratarse, - por cuanto al existir una relación de poder  y subordinación entre la víctima y el acosador, ésta no se atreve a denunciar–, ya que podría temer perder el empleo (el interinazgo es un ejemplo particular de estas circunstancias) entre otras muchas consecuencias (verbigracia la no asignación de beneficios o el establecimiento de obstáculos para un ascenso, independientemente de algunas situaciones discriminatorias particulares).

Por su parte, el acoso en el trabajo (“mobbing” en el idioma inglés) , se define este concepto  como aquella situación en la que una o varias personas producen de forma dolosa e injustificada miedo y perturbación  a otra, que desde el punto de vista laboral puede ser su igual, su subalterno o incluso su superior. Este proceso negativo de creación de insatisfacción y de destrucción de los vínculos laborales debe ser sistemático para poder encuadrar bajo el calificativo de acoso y para reconocerlo deben tomarse en cuenta factores incidentales como accidentes, malas informaciones sobre la persona acosada, provocación de aislamiento e individualismo, agresiones verbales y hasta físicas.

Tanto el hostigamiento sexual como el acoso laboral representan dos problemas que el Poder Judicial debe tratar de abordar de forma permanente para que las víctimas tengan una solución a su conflicto y que se reestablezca un adecuado ambiente laboral. En este sentido, la capacitación se muestra como una de las acciones trascendentales que podrían llevarse a cabo para instruir y sensibilizar al personal de la institución.

De acuerdo con lo acordado por la Comisión de Hostigamiento Sexual del Poder Judicial se procederá a exponer una breve propuesta de capacitación que se dirigiría en principio a personas ubicadas en puestos jerárquicamente relevantes dentro del Poder Judicial (jefes y jefas y oficina) pero que lleva como objetivo dentro de su desarrollo temporal, alcanzar al resto ( o  una gran mayoría) del personal de la institución y de ese modo, estamos realizando políticas  concretas contra  las conductas de hostigamiento sexual y acoso laboral”.

En virtud de lo anterior solicitamos a ustedes se apruebe la propuesta de capacitación que requerimos. 

Propuesta de Capacitación para la Reafirmación de las Políticas en contra del Hostigamiento Sexual y el Acoso Laboral

I) Justificación:

En muchas ocasiones las correctas relaciones laborales en un determinado espacio de trabajo pueden verse seriamente afectadas por 2 fenómenos perjudiciales:  el hostigamiento sexual y el acoso laboral. Estas situaciones suelen tener una elevada incidencia negativa en la eficiencia en el trabajo y en la motivación de las personas, llegando incluso a causar patologías emocionales y físicas. 

El hostigamiento sexual tiene varias aristas, pero centrando la atención en las relaciones de trabajo podría definirse como aquella conducta (verbal o física) con tintes sexuales dirigida hacia una persona que no la desea, con la posibilidad de provocarle vejaciones físicas, morales y psicológicas, atentando claramente contra su libertad sexual, su intimidad y su dignidad, lo cual redunda en una afectación de las relaciones laborales y todo lo que ello implica (en el caso de una institución como el Poder Judicial estas conductas indeseables afectarán el clima laboral y por ende el servicio   público).

Si bien es cierto que el hostigamiento sexual puede dirigirse tanto a varones como a mujeres, no puede negarse que la gran mayoría de los casos se dan en contra de estas últimas, de ahí que desde una perspectiva de género se le ha calificado como una forma de violencia contra la mujer. En relación con la duración de la conducta o la gravedad de las acciones debe comprenderse que éstas pueden ser sistemáticas o bien podría tratarse de un único evento si este revistió el efecto adverso.

En Costa Rica el hostigamiento sexual está proscrito por ley número 7476, sin embargo no puede negarse que existe una cifra negra considerable que no llega a tratarse, - por cuanto al existir una relación de poder  y subordinación entre la víctima y el acosador, ésta no se atreve a denunciar–, ya que podría temer perder el empleo (el interinazgo es un ejemplo particular de estas circunstancias) entre otras muchas consecuencias (verbigracia la no asignación de beneficios o el establecimiento de obstáculos para un ascenso, independientemente de algunas situaciones discriminatorias particulares).

Por su parte, el acoso en el trabajo (“mobbing” en el idioma inglés) , se define este concepto  como aquella situación en la que una o varias personas producen de forma dolosa e injustificada miedo y perturbación  a otra, que desde el punto de vista laboral puede ser su igual, su subalterno o incluso su superior. Este proceso negativo de creación de insatisfacción y de destrucción de los vínculos laborales debe ser sistemático para poder encuadrar bajo el calificativo de acoso y para reconocerlo deben tomarse en cuenta factores incidentales como accidentes, malas informaciones sobre la persona acosada, provocación de aislamiento e individualismo, agresiones verbales y hasta físicas.

Tanto el hostigamiento sexual como el acoso laboral representan dos problemas que el Poder Judicial debe tratar de abordar de forma permanente para que las víctimas tengan una solución a su conflicto y que se reestablezca un adecuado ambiente laboral. En este sentido, la capacitación se muestra como una de las acciones trascendentales que podrían llevarse a cabo para instruir y sensibilizar al personal de la institución.

De acuerdo con lo acordado por la Comisión de Hostigamiento Sexual del Poder Judicial se procederá a exponer una breve propuesta de capacitación que se dirigiría en principio a personas ubicadas en puestos jerárquicamente relevantes dentro del Poder Judicial (jefes y jefas y oficina) pero que lleva como objetivo dentro de su desarrollo temporal, alcanzar al resto ( o  una gran mayoría) del personal de la institución y de ese modo, estamos realizando políticas  concretas contra  las conductas de hostigamiento sexual y acoso laboral.

II) Objetivos:

Objetivo General:

Suprimir las conductas y acciones de hostigamiento sexual y de acoso laboral dentro del Poder Judicial a través de un proceso sostenido de capacitación que incentive políticas institucionales serias al respecto y que sensibilice a la población meta en relación con los efectos perjudiciales del hostigamiento sexual y del acoso laboral, tanto para el sujeto pasivo como para el activo.

Objetivos Específicos:

Generar conciencia sobre los efectos perjudiciales que  las conductas indeseables de hostigamiento sexual y acoso laboral pueden provocar en las personas que las sufren. 

Empoderar a la población meta sobre las bases de su sexualidad (afianzamiento del respeto propio, la libertad y la autodeterminación) y visualizar las pautas de conducta que deben seguirse ante una situación de hostigamiento o acoso (denuncia).

Identificar líderes dentro de la institución que sean capaces de replicar los conocimientos adquiridos en la actividad formativa al resto del personal de su oficina.

Provocar que los contenidos de la actividad de capacitación tengan un efecto cascada y que de forma gradual se extiendan a todas las personas que laboran para el Poder Judicial.

Propiciar en las respectivas oficinas que conforman el Poder Judicial una cultura de reuniones periódicas  que permitan que las personas capacitadas así como los posibles  líderes de oficinas propicien los ambientes de respeto en el resto del personal  y refresquen conocimientos adquiridos en las capacitaciones.

III) Propuesta:

1. Población meta:

Se considera que sería de mucha utilidad y relevancia para el Poder Judicial que se construya una actividad de capacitación que le ofrezca un abordaje integral a la problemática que representan tanto el hostigamiento sexual como el acoso laboral, buscando por supuesto dar una respuesta inmediata a estas situaciones que afectan la eficiencia del servicio público y que en muchas ocasiones generan problemas serios de diversa índole para las personas implicadas y el resto del personal.

El  proceso de capacitación sostenido a lo largo del tiempo en el que todas las personas participantes tengan una intervención activa, debe ejecutar en las mejores condiciones de infraestructura y de comodidad, ya que  es la forma más atractiva de incentivar a quienes ocupan cargos gerenciales en las diversas instituciones que conforman el Poder Judicial para que se involucren en este tema y para que promuevan paulatinamente la construcción y posterior aplicación de políticas institucionales al respecto.   

Ahora, el hecho de que se esté valorando que en esta actividad participen personas con cargos jerárquicamente altos y medios a lo interno del Poder Judicial es una cuestión meditada que lleva implícito el interés de que ellas interioricen los contenidos desarrollados y posteriormente puedan replicar los mismos al resto del personal de cada una de las oficinas a las que pertenecen para así darle vida al efecto cascada y ofrecerle insumos de formación a la mayor cantidad de personas posible.

2. Personas que podrían fungir como facilitadoras:

Cuando se habla de temas como el hostigamiento sexual y el acoso laboral no se puede omitir la consideración de que son fenómenos multifactoriales en los que hay de por medio una cantidad prácticamente incuantificable de cuestiones internas y externas a cada persona que podrían tratarse, de modo que la actividad de formación debería ser desarrollada por personas con estudios en distintas materias y con enfoques particulares sobre cada uno de los temas.

Existe una cantidad de personas de reconocida capacidad  que podrían resultar idóneos para dar forma a esta capacitación , entre ellos:

Mauricio Menjivar Ochoa, quien es un reconocido sociólogo que ha llevado a cabo múltiples actividades de capacitación para el Poder Judicial especialmente en temas de masculinidad.

Marco Soto Soto, quien es un experto motivador que forma parte de “El Camino Asesores” y que se destaca en el desarrollo de temas en no discriminaciones en general  y la forja del carácter con sus respectivos valores. 

La doctora Sisy Castillo Ramírez, psiquiatra forense, miembro del Consejo Médico Forense.

3. Metodología:

La metodología es un aspecto que deberá ser analizado por profesionales en la materia, previa revisión claro está, de las propuestas que formulen las personas que vayan a fungir como facilitadoras, no obstante, de principio podría sugerirse lo siguiente:

Primera etapa:

4 sesiones presenciales al año (una por trimestre)

Cada sesión presencial abarcaría las dos audiencias de un día y tendrían la modalidad de taller.

A cada sesión deberán hacerse presentes las personas convocadas, para lo cual se gestionará ante el Consejo Superior la autorización de las sustituciones pertinentes y se hará ver que su participación es obligatoria. Debe programarse las fechas con la debida antelación para que no hagan señalamientos en sus agendas o bien adelanten las mismas a fin de capacitarse). Consideramos que sustituir en estas capacitaciones conlleva a que exista un ganador por excelencia y es el Poder Judicial  como institución, sus funcionarios y por ende los usuarios y usuarias. 

El cupo para cada sesión deberá ser valorado por las personas facilitadoras, pero de acuerdo con la experiencia de la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, para la propuesta en cuestión serían 35 personas. 

Al final de cada sesión de trabajo y en general, al final del programa sostenido de capacitación, se procederá a levantar un acta con los acuerdos a los que se pudo llegar y de esta manera se construirán documentos que servirán de insumos para las reuniones posteriores en cada oficina, incluso este insumo puede servir para la elaboración de un protocolo de actuación, donde la persona líder por oficina capacitada lo llenará (en el caso de ser necesario), y será obligación de cada  jerarca tenerlo en la oficina, igualmente reforzará la  política institucional integral para el abordaje  del hostigamiento sexual y del acoso laboral. 

La distribución de las sesiones sería la siguiente:

Sesión
Persona facilitadora
Tema/s

Primera
Marco Soto Soto
Sensibilización y valores.

Elaboración de documentos

Segunda
Mauricio Menjivar Ochoa
Las nuevas construcciones de la masculinidad. Elaboración de documentos

Tercera
Sisy Castillo Ramírez
Consecuencias psicológicas del hostigamiento sexual y del acoso laboral- Elaboración de documentos

Cuarta
Marco Soto Soto
Designación de líderes y proceso de acompañamiento a los mismos  y su evaluación por parte de la empresa  Elaboración documentos

* Sería conveniente confirmar la participación de estas personas y que entre ellas exista comunicación y coordinación para la designación de líderes.

Segunda etapa:

Realización de un cineforo sobre hostigamiento sexual y acoso laboral.

Generación y remisión de cápsulas informativas sobre los temas en cuestión cada determinado tiempo. 

Aplicación del curso virtual sobre hostigamiento sexual  por parte  del Departamento de Personal del Poder Judicial.

Tercera etapa:

Una vez superadas tanto la primera como la segunda etapa (lo cual tardaría un año), las personas participantes en la actividad de capacitación deberán replicar sus conocimientos al resto del personal de su oficina y ésta es una labor que obviamente no puede recargársele únicamente a cada una de ellas, de modo que se recomienda que en cada oficina se formen grupos de trabajo  sobre los temas en cuestión. La idea es  que se reúnan periódicamente y que a partir de allí se generen esfuerzos por  multiplicar los conocimientos adquiridos y darle seguimiento a las pautas de acción generadas. Hay que valorar en esta propuesta la  utilización de medios de comunicación modernos, por ejemplo  el sistema de videoconferencias y correos electrónicos. 

Para hacer sostenible este programa de capacitación debe idearse otra propuesta de capacitación  para el año siguiente  que de continuidad y seguimiento al mismo.

4. Lugar en el que podría desarrollarse la actividad:

Como ya se dio a entender en líneas superiores, la actividad de capacitación que se está construyendo debe contener elementos atractivos que la conviertan en una actividad  con un perfil elevado, de modo que en ese sentido lo correspondiente sería valorar la realización del acto en un espacio fuera de los edificios del Poder Judicial, resultando interesante la posibilidad de llevarlo a cabo en el salón de algún hotel (en la medida de las posibilidades), porque lo esencial es atraer a los jerarcas, jefes y jefas de oficina.)

Como último detalle por considerar tiene que observarse que  lo relativo a esta eventual capacitación debe hacerse de conformidad con los lineamientos de la Escuela Judicial y por supuesto deberá ponerse en conocimiento del Consejo Directivo de la Escuela y del Consejo Superior del Poder Judicial para las correspondientes autorizaciones.
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Se manifestó que, el que la Comisión de Hostigamiento Sexual someta a conocimiento de este Consejo su  propuestas de capacitación en el tema de “Hostigamiento Sexual y Acoso Laboral en el Poder Judicial” en vez de otras instancias, es de resaltar y se debe incentivar para que se siga realizando de esta manera. 

Se estimó de gran importancia contar con un detalle y aspectos elementales como costos y como podría ser ejecutado, entre otros.
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SE ACUERDA: Que se tiene por recibida la anterior propuesta de capacitación, considerando muy importante lo señalado.  Se traslada para el  análisis por  parte de los especialistas de la Escuela y las Unidades de Capacitación.  ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO VII

La Sra. Filadelfa Calvo Aguilar, Prosecretaria General,  en oficio n° 4210-10 del 11 de mayo de 2010, suscrito al Dr. Marvin Carvajal  Pérez, Director  Escuela Judicial, indica lo siguiente:

Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 39-10 celebrada el 22 de abril de 2010, que literalmente dice:

“ARTÍCULO XXXIII


ENTRA EL DR. MARVIN CARVAJAL PÉREZ, DIRECTOR DE LA ESCUELA JUDICIAL.

Con vista en el acuerdo que antecede en que se aprobó la realización del curso denominado "Oralidad en los procesos penales. Hacia un nuevo proceso penal por audiencias" y una vez que este Consejo le ha expuesto directamente al señor Director de la Escuela Judicial la necesidad de organizar de una forma distinta la oferta de capacitación y mejorar algunas  políticas relacionadas con esta materia  se dispone: Comisionar al doctor Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, para que transmita al Consejo Directivo de la Escuela Judicial a fin de que presente a este Consejo una propuesta que de forma integral contenga  las políticas de capacitación judicial con el fin de organizar y unificar los esfuerzos que se realizan, y que las unidades de capacitación y demás instancias que correspondan se rijan por las mismas reglas, las cuales deberán ser difundidas para garantizar su  cumplimiento. SALE EL DR. CARVAJAL PÉREZ.” SE ACUERDA:  ACUERDO FIRME.
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SE ACUERDA: Designar al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial y a la Mag. Ana Virginia Calzada, presidenta de este Consejo, para que realicen una exposición a la Mag. Zarella Villanueva, miembro del Consejo Superior,  sobre la labor de la Escuela.  ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO VIII

Exposición de Lic. Francisco Segura Montero, subdirector general del O.I.J., sobre la necesidad de incorporar al programa de capacitación del O.I.J., los temas sobre “La Escena de Crimen y Penal Juvenil”

El Lic. Segura Montero indicó que para reforzar los conocimientos,  se está preparando un programa para la policía judicial denominado “La Escena de Crimen”, para que se especialicen durante tres o cuatro meses en todo lo que es el trabajo de laboratorio y escena del crimen, además de la recolección y custodia y manejo de la cadena de custodia. Será un policía especializado que estará dirigiendo las escenas criminales en todo el ámbito nacional, desde el perfil de investigador.  Podrá administrar escenas complejas y los bienes que la policía requiere para mantener un inventario ideal en las diferentes oficinas. 

El Lic. Segura indicó que los seleccionados para este curso, serán las personas con buenas referencias de las distintas oficinas y con rasgos de personalidad para este efecto, detectado mediante la parte psicológica. Además, se les solicitará la firma de un contrato.

Manifiesta que debido a que el curso sobre “La Escena de Crimen y Penal Juvenil”,  no está dentro de Plan de Capacitación de la Unidad, solicita a los miembros de este Consejo el aval, para la ejecutar dichos cursos. 

-0-

SE ACUERDA: La incorporación al programa de capacitación del O.I.J. los temas sobre “La Escena de Crimen y Penal Juvenil”. Comuníquese a la Unidad de Capacitación del O.I.J., para lo correspondiente.  ACUERDO FIRME.

-0-

ARTÍCULO IX

Se sometió a consideración de este Consejo, para su revisión y aprobación, el siguiente documento denominado:

Programa de Formación Inicial 

para Aspirantes a la Judicatura (FIAJ)

Reglamento de Práctica Profesional Tutelada

PROPÓSITOS  Y DURACIÓN

Artículo 1. Propósito general. La Práctica Profesional Tutelada tiene como propósito general complementar el proceso de formación iniciado con la primera fase del Programa de Formación Inicial para Aspirantes a la Judicatura (FIAJ) y facilitar en la persona aspirante el desarrollo de competencias idóneas para el ejercicio de la función jurisdiccional, a través de metodologías y recursos adecuados, en contextos propios de su desempeño laboral. Para que ésta se ejecute es requisito indispensable que la persona aspirante haya aprobado la primera fase, según se determine en el Plan de estudios del FIAJ. 

Artículo 2. Propósitos específicos. La Práctica Profesional Tutelada estará orientada por los siguientes propósitos específicos:

a) Iniciar a la persona aspirante en el ambiente profesional, insertándola en escenarios de trabajo reales y semejantes a los que, en el futuro, tendrá que enfrentar  como juez o jueza. 

b) Propiciar la interacción de la persona aspirante con el personal de apoyo y familiarizarla con las actuaciones ejecutadas por la persona juzgadora para que, con su acompañamiento, reconozca el cumplimiento de una función jurisdiccional de calidad y apegada a los lineamientos del Estado social y democrático de derecho.

c) Favorecer la formación integral de la persona aspirante para que con ética, compromiso, transparencia, humanismo y sentido crítico, valore y proponga alternativas para la resolución de situaciones reales y concretas,  ventiladas en estrados judiciales. 

d) Fomentar en los aspirantes y las aspirantes la aplicación de sus conocimientos, de manera que pongan en práctica sus destrezas y habilidades, así como que  reconozcan la importancia de asumir determinadas actitudes, con el fin de enfrentar adecuadamente los retos de la administración de justicia. 

e) Facilitar que los aspirantes y las aspirantes valoren la relevancia que ostenta el sistema de justicia para el fortalecimiento de la democracia y el progreso social, así como el papel que cumplen otras instituciones públicas en aras de la óptima prestación de ese servicio.  

Artículo 3: Duración. La Práctica Profesional Tutelada tendrá una duración de seis meses, período durante el cual la persona aspirante acudirá a los despachos judiciales y a las oficinas o dependencias públicas que la Escuela Judicial determine, con base en este reglamento. 

DE LAS PERSONAS INVOLUCRADAS

 EN LA PRÁCTICA PROFESIONAL TUTELADA  

Artículo 4. De las personas involucradas en la Práctica Profesional Tutelada. Con el objetivo de implementar adecuadamente la Práctica Profesional Tutelada, se requerirá necesariamente la participación de: 

a) La persona coordinadora de la Práctica Profesional Tutelada.

b) El equipo de trabajo de Práctica Profesional Tutelada.

c) La persona a cargo de los métodos de enseñanza.

d) Los jueces tutores y las juezas tutoras.

e) Las personas coordinadoras (enlace) en las oficinas o dependencias públicas.

f) Los aspirantes y las aspirantes a la Judicatura.

g) El equipo de facilitadoras y facilitadores del FIAJ. 

Artículo 5. De la coordinación de Práctica Profesional Tutelada. La persona  coordinadora de la Práctica Profesional Tutelada fungirá como nexo entre las personas tutoras, las personas coordinadoras (enlace) de las oficinas o dependencias públicas y el programa. Desarrollará todas las acciones necesarias para la eficaz ejecución de la Práctica Profesional Tutelada y tendrá dentro de sus funciones específicas las siguientes:

a) Mantener una estrecha comunicación con la coordinación general del FIAJ para sistematizar las acciones de la segunda fase del programa.

b) Organizar la Práctica Profesional Tutelada según las particularidades del Programa FIAJ. 

c) Coordinar el proceso de inducción de las juezas tutoras y los jueces tutores, determinar el número de aspirantes que se les asignará y solventar cualquier otro aspecto de interés que se presente.

d) Elaborar y mantener actualizada una lista con posibles personas juzgadoras sustitutas, que puedan reemplazar  a las personas tutoras en caso de una eventualidad.

e) Elaborar un cronograma que incluya los lugares tanto despachos del Poder Judicial, como otras oficinas o dependencias públicas  y las fechas en que los aspirantes y las aspirantes realizarán la Práctica Profesional Tutelada. 

f) Coordinar visitas con las personas tutoras de los despachos judiciales, así como con las personas coordinadoras (enlace) de oficinas o dependencias públicas involucradas en este proceso. 

g) Mantener constante comunicación con las personas tutoras y aspirantes, con el fin de valorar la marcha del proceso y solventar cualquier dificultad que se presente, siempre y cuando sea de su competencia.

h) Brindar información a la coordinación general del FIAJ sobre todo lo relacionado con la logística por implementar, con el propósito de garantizar el adecuado desarrollo de la Práctica Profesional Tutelada.

i) Entregar a cada persona tutora el protocolo para la confección y envío de informes en cuanto al  trabajo de las aspirantes y los aspirantes. 

j) Gestionar la entrega oportuna de los “informes de práctica” por parte de las personas aspirantes. 

k) Presentar los informes de las juezas tutoras y los jueces tutores y los informes de las personas aspirantes en las reuniones de evaluación de la Práctica Profesional Tutelada. 

l) Redactar un informe general al concluir la fase de Práctica Profesional Tutelada en cuanto a su desarrollo. En él indicará, específicamente, las principales recomendaciones relacionadas con los informes recabados por las personas implicadas en la Práctica Profesional Tutelada. 

Artículo 6. Del equipo de Práctica Profesional Tutelada. Este equipo estará integrado por quien coordina la Práctica Profesional Tutelada, la persona especialista en métodos de enseñanza y una persona representante del equipo de facilitadoras y facilitadores del FIAJ. Este equipo fungirá como apoyo en las labores de coordinación orientadas al desarrollo de las acciones para la eficaz ejecución de la Práctica Profesional Tutelada y tendrá dentro de sus funciones específicas las siguientes: 

a) 
Conformar una lista con el nombre de las personas juzgadoras que cumplen los requisitos para desempeñar la labor de tutoría en la fase de Práctica Profesional Tutelada del Programa FIAJ.

b) 
Remitir al Consejo Directivo de la Escuela Judicial el listado con el nombre de las personas propuestas para la labor de tutoría, con el fin de obtener la aprobación definitiva de parte de este Consejo.

c) 
Diseñar y someter a aprobación de la Dirección de la Escuela Judicial el protocolo de Práctica Profesional Tutelada, el cual contendrá como elementos esenciales las pautas orientadoras de su ejecución, el detalle de los proyectos por realizar, el modelo de los informes que han de rendir las personas aspirantes y los tutores y tutoras, las matrices de evaluación de los proyectos, las líneas generales de las visitas didácticas cortas a otras dependencias públicas y los aspectos generales del Proyecto Final de Graduación. 

d) 
Evaluar la Práctica Profesional Tutelada de las personas aspirantes en conjunto con las personas tutoras y el equipo de facilitadores y facilitadoras, de acuerdo con los criterios previamente establecidos. 

e) 
Resolver en primera instancia, acerca de las apelaciones o gestiones planteadas por la persona aspirante durante esta fase. 

f) 
Cualquier otra que la Dirección de la Escuela Judicial o la Coordinación General del Programa FIAJ considere de interés para el mejor desarrollo de la Práctica Profesional Tutelada.

Artículo 7. De los jueces tutores y las juezas tutoras. El tutor o la tutora es una persona que brinda colaboración al Programa FIAJ de la Escuela Judicial y cuya participación resulta indispensable para el logro de los objetivos propuestos en la fase de Práctica Profesional Tutelada. 

Artículo 8. De la conformación de listados de tutores y tutoras. La conformación de los listados de las personas tutoras para la fase de Práctica Profesional Tutelada es competencia del equipo encargado de esta fase, de conformidad con los siguientes aspectos:

a) Su nombramiento como juez o  jueza.

b) Su estabilidad en el puesto.

c) Amplia experiencia en el ejercicio jurisdiccional.

d) El cumplimiento de sus funciones en un juzgado estable y con una adecuada organización. 

e) La aprobación del proceso de inducción.

Artículo 9. De las personas tutoras en la Práctica Profesional Tutelada. Las personas tutoras tendrán las siguientes funciones durante la Práctica Profesional Tutelada:

a) Colaborar con la formación exitosa de las personas aspirantes durante la Práctica Profesional Tutelada. 

b) Mantener comunicación constante con la coordinación de Práctica Profesional Tutelada.  

c) Atender las solicitudes y recomendaciones del equipo de facilitadoras y facilitadores con respecto a la orientación de las prácticas. 

d) Mantener reuniones periódicas con el equipo de facilitadoras y facilitadores para que realimente acerca del avance de la persona aspirante que está a su cargo. 

e) Evaluar la Práctica Profesional Tutelada de las personas aspirantes de acuerdo con los criterios previamente establecidos por el equipo de Práctica Profesional Tutelada. 

f) Elaborar los informes previamente definidos para reportar el avance de la persona aspirante durante la Práctica Profesional Tutelada, teniendo en cuenta, al menos, su interés e iniciativa; capacidad para identificar los problemas jurídicos planteados; puntualidad y cumplimiento de las tareas asignadas; casos analizados y proyectos presentados. 


De igual forma y según lo observado, la persona tutora brindará sus recomendaciones en cuanto a las áreas que deben ser reforzadas en las personas aspirantes, así como respecto de todos aquellos asuntos que considere necesario destacar o informar para el buen funcionamiento de la Práctica Profesional Tutelada. 


Los informes se ajustarán en su forma, contenido y periodicidad, al protocolo aprobado al efecto por el equipo de Práctica Profesional Tutelada. 

Artículo 10. Del tutor o la tutora en relación con la persona aspirante. Con respecto a las personas aspirantes, las funciones de los jueces tutores y las juezas tutoras estarán orientadas hacia los siguientes aspectos:

a) Brindarles la información necesaria en cuanto a sus competencias  en el contexto judicial. 

b) Informarles acerca de las líneas jurisprudenciales y otras fuentes aplicables en cada materia para orientar la labor jurisdiccional. 

c) Mostrarles modelos relativos a las diferentes diligencias que se tramitan en ese despacho. 

d) Garantizarles las mejores condiciones de aprendizaje con respeto, apertura y transparencia. 

e) Darles la oportunidad de analizar proyectos de resoluciones y actuaciones y que, a partir de ese análisis, puedan elaborar sus propios proyectos. 

f) Organizar actividades para que puedan analizar, desarrollar y evaluar trámites administrativos propios de la gestión del despacho judicial. 

g) Realimentar a las personas aspirantes para que mejoren su desempeño en aquellas áreas detectadas como "áreas por mejorar". 

h) Cualquier otro que, de común acuerdo con el equipo de Práctica Profesional Tutelada, se determine  como parte de las necesidades de esta fase. 

Artículo 11. De las personas coordinadoras (enlace) en las oficinas o dependencias públicas. La coordinación de Práctica Profesional Tutelada con el apoyo de su equipo de trabajo se encargará de establecer contacto con las oficinas o dependencias públicas con el fin de que sea nombrada una persona coordinadora (enlace) que colabore con esta fase. 

Artículo 12. Del equipo de personas facilitadoras. Durante la etapa de Práctica Profesional Tutelada, le corresponderán a este equipo las siguientes funciones: 

a) Monitorear activamente la ejecución de la práctica para el logro de las competencias previstas. 

b) Ejecutar las actividades académicas propias de este período. 

c) Dar asesoría y acompañamiento a las personas aspirantes según el grupo asignado. 

d) Participar en las reuniones periódicas de coordinación con el equipo de Práctica Profesional Tutelada, así como con las juezas tutoras y los jueces tutores cuando sea necesario. 

e) 
Realizar sesiones de trabajo con las juezas tutoras y los jueces tutores, la persona coordinadora de la Práctica Profesional Tutelada y quien se desempeñe como profesional en metodología educativa, para la preparación, desarrollo y evaluación de la práctica. 

f) 
     Rendir un informe final de acuerdo con las situaciones acaecidas durante esta fase.

DE LOS DEBERES DE LAS PERSONAS ASPIRANTES DURANTE

 LA PRÁCTICA PROFESIONAL TUTELADA

Artículo 13. De la persona aspirante en la Práctica Profesional Tutelada. Para efectos de este reglamento, la persona aspirante a la Práctica Profesional Tutelada es aquella que ya aprobó la primera fase del FIAJ y que mantiene el compromiso de dedicación exclusiva en cuanto a su proceso de formación. Además de otras obligaciones contempladas en este reglamento y en el contrato firmado con el Poder Judicial, durante el período de Práctica Profesional Tutelada la persona aspirante debe: 

a) Asistir a los despachos y a las oficinas designadas según la programación establecida.

b) Comportarse con el decoro y la ética atinentes a la función jurisdiccional a la que se aspira.

c) Respetar el horario, vestimenta y otras condiciones previamente definidas para el despacho u oficina donde se realice la Práctica Profesional Tutelada.

d) Presentar puntualmente los informes requeridos y participar en las actividades de aprendizaje y de evaluación que se determine. 

e) Asistir puntualmente a todas las actividades que conforman la Práctica Profesional Tutelada. Cualquier ausencia injustificada implicará la pérdida de la Práctica Profesional Tutelada. La ausencia justificada a más de cinco días hábiles en la Práctica Profesional Tutelada producirá la misma consecuencia.

f) Sujetarse, en general, a las directrices emanadas por parte de la Dirección de la Escuela Judicial en cuanto al desarrollo del Programa FIAJ. 

Artículo 14.  Permanencia en el programa. Con el fin de lograr los objetivos del Programa FIAJ, quienes participen mantendrán la condición de aspirantes durante todo el desarrollo de la Práctica Profesional Tutelada. 

Artículo 15. Participación en actos procesales.  Para los fines formativos que persigue el FIAJ, las personas aspirantes pueden participar, bajo la responsabilidad y supervisión  de la persona tutora, en los actos procesales propios de cargos auxiliares, tales como recepción de denuncia, prueba, elaboración de actas de juicio, entre otros. Asimismo, podrán participar y presenciar las diligencias judiciales, previa autorización de las partes cuando se requiera. 

LINEAMIENTOS GENERALES EN CUANTO A LA PROGRAMACIÓN

 DE LA PRÁCTICA PROFESIONAL TUTELADA Y DESIGNACIÓN

DE DESPACHOS JUDICIALES, OFICINAS O DEPENDENCIAS PÚBLICAS 

Artículo 16. Programación de la Práctica Profesional Tutelada. La programación de la Práctica Profesional Tutelada en las distintas sedes se realizará del siguiente modo:

a) Tres meses en un juzgado mixto. Durante estos tres meses, además, se realizarán visitas a oficinas o dependencias públicas que interactúan con el Poder Judicial.

b) Dos meses en un juzgado especializado, el cual se determinará según la plaza a la que se aspira.

c) Tres semanas en un juzgado de apelación, el cual se determinará según la plaza a la que se aspira.

Cuando la ejecución de esta fase coincida con los cierres colectivos institucionales, las personas aspirantes deberán realizar actividades académicas previamente establecidas por el Equipo de Práctica Profesional Tutelada. 

Artículo 17. Designación de despachos judiciales. Para la designación de los despachos judiciales a los que deberán dirigirse las personas aspirantes se atenderán los siguientes criterios:

a) La lista de juzgados elaborada por la coordinación de Práctica Profesional Tutelada y su equipo de trabajo. 

b) La plaza para la cual está concursando la persona aspirante. En caso de que haya optado por varias, prevalecerá la primera.

c) El promedio de las calificaciones obtenidas en la primera fase del FIAJ. 
Tendrán preferencia en la selección del despacho quienes se ubiquen en los primeros niveles de aprobación.

Artículo 18. Designación de las oficinas o dependencias públicas. Para la designación de las oficinas o dependencias públicas a las que deberán dirigirse  las personas aspirantes durante la Práctica Profesional Tutelada, se tomará en cuenta la relevancia que esta tenga para la adecuada administración de justicia, la repercusión en la labor de jueces y juezas 1 y el nexo con el ámbito competencial específico de la plaza para la cual haya concursado cada aspirante. 

Artículo 19. Lineamientos para la visita y permanencia en las oficinas o dependencias públicas. Para la visita y permanencia en las oficinas o dependencias públicas, la coordinación de Práctica Profesional Tutelada y su equipo de trabajo, previamente especificarán:

a) El lugar de destino.

b) La duración de la visita.

c) La persona responsable. 

d) El propósito. 

e) Las tareas y proyectos que realizará la persona aspirante. 

f) Los criterios de evaluación. 

DESARROLLO DE PROYECTOS Y RENDICIÓN DE INFORMES

Artículo 20. Descripción de la metodología. Durante la Práctica Profesional Tutelada se utilizará preferentemente el método de proyectos. También se plantearán problemas para cuya solución se remitirá a la persona aspirante a diversas oficinas o dependencias públicas.

Artículo 21. Proyectos en juzgados mixtos y en juzgados especializados. Los proyectos que la persona aspirante realizará durante su permanencia en el juzgado que conoce diversas materias de manera simultánea, o en el que se especialice en el conocimiento de una de ellas, consistirán en la:

a) Observación de actuaciones y valoración de resoluciones.

b) Intervención en diligencias básicas y dictado de resoluciones interlocutorias.

c) Participación en conciliaciones y otras soluciones alternas.

d) Implementación y seguimiento de propuestas para la gestión del talento humano y para mejorar la organización y  planificación del despacho. 

e) Participación en diligencias complejas, estudio de casos y dictado de sentencias.

f) Resolución de gestiones atinentes a la impugnación y ejecución de sentencias.

g) Resolución de problemas y discusión de asuntos a través de foros virtuales.

h)
Ejecución de cualquier otro proyecto que las personas involucradas en la Práctica Profesional Tutelada propongan incluir, según las necesidades propias del FIAJ. La decisión definitiva de su inclusión corresponderá al equipo de Práctica Profesional Tutelada.

Artículo 22. Proyectos en juzgados de apelación. Los proyectos por desarrollar en los juzgados de apelación durante la Práctica Profesional Tutelada tendrán como sustento los siguientes insumos:

a) Estudio de casos impugnados y resueltos.

b) Observación de diligencias.

c) Decisión de impugnaciones.

d) Principales causas de acogimiento de impugnaciones y novedades jurisprudenciales.

e) Procesos de gestión del despacho.

f) Cualquier otro insumo que se estime conveniente incluir por parte de las personas involucradas en la Práctica Profesional Tutelada, según las necesidades propias del FIAJ. La decisión definitiva de su inclusión corresponderá al equipo de  Práctica Profesional Tutelada.

Artículo 23. Presentación de informes producto de la práctica en despachos jurisdiccionales. Cada proyecto desarrollado por la persona aspirante deberá culminar con la presentación de un informe, el cual deberá incluir lo siguiente: 

a) Identificación del despacho donde realizó el proyecto;

b) Período dentro del cual se realizó la práctica;

c) Nombre (o nombres) de la persona juzgadora que fungió como su tutora;

d) Tipo de proyecto desarrollado;

e) Resumen de las actuaciones, diligencias u otras actividades cuya apreciación o valoración se le haya solicitado; 

f) Sus observaciones y las sugerencias recibidas de la persona tutora;

g) Cualquier otro dato o información que solicite la coordinación de la Práctica Profesional Tutelada con el propósito de maximizar los objetivos del Programa FIAJ.

Artículo 24. Proyectos en las oficinas o dependencias públicas. Antes de que la persona participante realice su visita didáctica corta a la oficina o dependencia pública que se determine, según los objetivos del FIAJ, se le indicará cuál es el problema al que se pretende dar solución o la información que se espera recopile mediante su visita.

Artículo 25. Informe de proyectos desarrollados producto de las visitas didácticas cortas a otras oficinas. Para estos casos,  la persona aspirante deberá rendir un informe respecto del proyecto específico que se le haya asignado en cada visita. En él deberá indicar cuál fue la oficina o dependencia pública que visitó, la fecha o fechas de la visita, la persona enlace que estuvo a su cargo, las actividades desarrolladas y sus observaciones. Asimismo, incluirá cualquier otro dato o información que solicite la coordinación de la Práctica Profesional Tutelada  con el propósito de maximizar los objetivos del Programa FIAJ. 

EVALUACIÓN DEL DESEMPEÑO 

EN LA PRÁCTICA PROFESIONAL TUTELADA

Artículo 26. Participación de la persona tutora en la evaluación. La persona tutora evaluará de conformidad con las guías suministradas por el equipo de Práctica Profesional Tutelada. Para efectos de dicha evaluación se deberán utilizar los siguientes criterios respecto de la persona aspirante:

a) El cumplimiento de las tareas de auxilio y colaboración asignadas.

b) La puntualidad en la ejecución y entrega de proyectos.

c) El logro de las competencias relacionadas con cada uno de los  proyectos.


Con el objeto de enriquecer el proceso de autorregulación del aprendizaje, los criterios utilizados en la evaluación y sus resultados serán compartidos y discutidos por el tutor o la tutora con la persona aspirante antes de ser entregados a la coordinación de Práctica Profesional Tutelada. 

Artículo 27. Participación de la persona facilitadora en la evaluación. Para efectos de la evaluación final, el equipo de personas facilitadoras del FIAJ realizará un monitoreo constante de la Práctica Profesional Tutelada que desarrolle cada una de las personas aspirantes, así como la evaluación de los proyectos y otros aspectos concernientes a esta fase del programa. Para ello se ejecutarán, al menos, las siguientes acciones:

a) Evaluar los informes parciales y el informe final de cada práctica o proyecto desarrollado;

b) Programar visitas a cada despacho con el objetivo de observar y evaluar determinadas diligencias ejecutadas por la persona  aspirante;

c) Programar y dirigir reuniones para la entrega de los resultados de la evaluación;

d) Evaluar las visitas didácticas cortas con base en los objetivos previamente propuestos para la solución del problema planteado.

Artículo 28. Portafolio de evidencias. El tutor o la tutora conformará un portafolio de evidencias de desempeño mediante la recopilación y registro de los borradores de resoluciones y de actuaciones en las que intervino la persona  aspirante. Dicho portafolio contendrá, además, la respectiva evaluación de cada uno de los proyectos desarrollados en las diferentes visitas didácticas cortas. 

Artículo 29. Informe final. Al término de su intervención, el tutor o la tutora rendirá un informe final respecto de la permanencia de la persona aspirante en su respectivo despacho. Además, ha de adjuntar cada instrumento de evaluación calificado, así como una valoración general y final de la práctica, cuyos alcances compartirá previamente con la persona aspirante. A ese informe se le debe anexar el portafolio con el registro de las evidencias de desempeño.

Artículo 30. Nota mínima para aprobar la Práctica Profesional Tutelada. La calificación mínima para aprobar la Práctica Profesional Tutelada es de 70 en la escala de 0 a 100. Esta calificación se obtendrá a partir de los porcentajes asignados a cada uno de los proyectos y problemas desarrollados por la persona aspirante. 

Artículo 31. De la evaluación extraordinaria en la fase de Práctica Profesional Tutelada. En caso de que la persona aspirante, luego de la sumatoria de los componentes de la Práctica Profesional Tutelada obtenga una nota inferior a setenta (70), pero en el rango de sesenta (60) a sesenta y nueve (69), el Equipo de Práctica Profesional Tutelada determinará la actividad evaluativa extraordinaria que presentará, de conformidad con la normativa que rige la actuación de la Escuela Judicial. 

DEL PROYECTO FINAL DE GRADUACIÓN

Artículo 32. Del proyecto final de graduación. El proyecto final de graduación estará compuesto por tres productos:

a) 
Una consulta judicial de constitucionalidad, realizada de manera individual, durante el primer trimestre de la Práctica Profesional Tutelada.

b) 
Un manual de buenas prácticas elaborado de manera grupal durante el bimestre de la estancia en juzgados especializados. Contendrá una selección de las propuestas individuales confeccionadas durante las visitas didácticas cortas a dependencias públicas.

c) 
Una simulación individual de una situación procesal compleja y el dictado de la resolución correspondiente en forma oral. Será realizada durante la semana de cierre del Programa FIAJ.


La evaluación de los tres productos corresponderá a un tribunal examinador designado por el equipo FIAJ. 


Los criterios de evaluación serán establecidos por el equipo de Práctica Profesional Tutelada y las personas facilitadoras, de conformidad con el perfil de salida del Programa.

Artículo 33. Valor porcentual de los productos. El 20% asignado al proyecto final de graduación se desglosa de la siguiente forma: la consulta judicial de constitucionalidad con un valor de 5%, el aporte individual de la buena práctica 2.5% y la elaboración grupal del manual 2.5%. 



La simulación tendrá un valor de 10%. Como evaluación formativa, serán considerados los productos de mayor peso en el currículo, ya que en ellos se concretan las competencias desarrolladas a lo largo del programa. 

Artículo 34. Valor porcentual de la Práctica Profesional Tutelada y del proyecto final de graduación. La Práctica Profesional Tutelada tendrá un valor de 40% y el proyecto final de graduación un 20%. Estos dos porcentajes, unidos al 40% de la fase presencial, sumarán el 100% de la calificación final del programa. 

DE LOS INCENTIVOS DE LAS PERSONAS IMPLICADAS

 EN LA PRÁCTICA PROFESIONAL TUTELADA

Artículo 35. Incentivos para la persona tutora. Una vez concluida la tutoría, serán consideradas  las horas de dedicación como horas de enseñanza, a partir de la metodología de cálculo que determine la Dirección de la Escuela Judicial. 

Artículo 36. Incentivos para la persona coordinadora (enlace) de otras dependencia públicas. Una vez concluida la tutoría, se extenderá un certificado académico que reconozca los aportes de la persona coordinadora en la fase de Práctica Profesional Tutelada. También se tomarán en cuenta para priorizar su participación en procesos de capacitación de la Escuela Judicial en los que sea autorizada su asistencia.

RESOLUCIÓN DE CONFLICTOS

Artículo 37. Resolución de conflictos en la fase de Práctica Profesional Tutelada.  Los conflictos que surjan con motivo de su desarrollo serán resueltos de la siguiente forma:

a) Los de carácter académico, en primera instancia por la persona facilitadora o tutora según corresponda y, en segunda instancia, por la Dirección de la Escuela Judicial. 

b) Los de carácter administrativo, en primera instancia por la coordinación general del programa y,  en segunda instancia, por la Dirección del Programa.

c) Los de carácter disciplinario, en primera instancia por la Coordinación del Programa y en segunda instancia por la Dirección de la Escuela Judicial. 
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SE ACUERDA: Aprobar el anterior “Reglamento de Práctica Profesional Tutelada” para el Programa de Formación Inicial para Aspirantes a la Judicatura (FIAJ), al que se le incorporó la observación del Consejo Directivo de la Escuela en cuanto a que el listado con el nombre de las personas propuestas para la labor de tutoría, deberá tener la aprobación definitiva de parte de este Consejo.  ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO X

Se sometió a conocimiento  de este Consejo el siguiente documento elaborado por la Dra. Isidora Chacón y Licda. Marisol Barboza, especialistas en metódos de enseñanza de la Escuela Judicial, el que contiene también las observaciones de la Unidades de Capacitación de la Defensa Pública, Ministerio Público, Gestión Humana y Organismo de Investigación Judicial:

ENFOQUE PEDAGÓGICO DE LAS ACTIVIDADES 

ACADÉMICAS  DE LA ESCUELA JUDICIAL

I.  Visión y Misión de la Escuela Judicial


La visión de la Escuela Judicial es ser una organización consolidada y reconocida en la formación, capacitación e investigación, tanto a nivel nacional e internacional, que contribuya con la excelencia en la administración de justicia, por lo que tiene como misión brindar un servicio de calidad, mediante el trabajo interdisciplinario eficiente y eficaz, que contribuya con la optimización de la administración de justicia.   

Guían este esfuerzo los siguientes valores:

1. Honestidad: sinceridad y transparencia con que el (la) funcionario (a) se trata a sí mismo y a los demás. 

2. Lealtad: con los principios constitucionales, institucionales y de desarrollo humano y con las obligaciones y responsabilidades delegadas. 

3. Compromiso: interés profundo y serio, individual y colectivo con que el personal de la Escuela Judicial aborda el quehacer diario. 

4. Solidaridad: identificación con las necesidades, sensibilidad hacia las necesidades de los demás y apoyo en su desarrollo integral.

5. Respeto: flexibilidad y adaptación con que se enfrentan las diferencias en el trato y quehacer diarios de los (as) funcionarios (as) y usuarios (as). 

6. Responsabilidad: en el quehacer diario y cumplimiento de las labores.

II. Los Programas de Formación y Capacitación de Escuela Judicial 

Para desempeñar sus funciones la Escuela Judicial establece cinco programas de formación a saber:

Programa de formación general básica para juezas y jueces: Este programa busca concebir la función jurisdicccional como un servicio público de cara a las personas usuarias en  procura de contribuir a desarrollar en las personas participantes una cultura institucional orientada a ofrecerle a la población costarricense un sistema de justicia humanista, equitativo, democrático, accesible, confiable, transparente, eficaz y eficiente.

Programa de Formación Inicial (PFI) para jueces y juezas: Busca suplir de manera sostenible, la carencia que en esta área de formación ha enfrentado el Poder Judicial hasta este momento; a pesar de algunos antecedentes institucionales en ese orden (por ejemplo los programas de pupilos/as y juezas y jueces supernumerarios). En este sentido, se aspira a encontrar personas con conocimientos de derecho, en reforma judicial y de cultura general; con destrezas en oralidad; visión de género; capacidad para razonar; conocedoras de otros idiomas; de la problemática nacional en aspectos como criminalidad y seguridad ciudadana -en materia penal, así como de los valores institucionales. 

Programa de formación para auxiliares judiciales:Busca ofrecer una formación integral a las y los auxiliares judiciales, que les permita un desempeño adecuado en el despacho para el cual laboran y ser un apoyo eficiente a la labor de jueces y juezas; brindar una respuesta académica que permita, paulatinamente, cubrir las necesidades de formación requeridas por los y las auxiliares judiciales;  contribuir con el mejoramiento del servicio público, a partir de la formación de auxiliares judiciales comprometidos con los valores institucionales. 

Programa de actualización para juezas y jueces:  Este programa está orientado a brindarle a los jueces y juezas una constante actualización de conocimientos, destrezas y habilidades en diferentes campos, tanto jurídico como de otras disciplinas. Se pretende además capacitar a los jueces y juezas en el desarrollo de nuevas competencias, las cuales son necesarias para el ejercicio de sus funciones y que provienen de diversas y constantes reformas normativas, doctrinales y jurisprudenciales en las diferentes materias. Este Programa se encuentra compuesto por una serie de Subprogramas, alimentados por la información proveniente de los diferentes órganos, autoridades y comisiones del Poder Judicial, así como de la investigación aplicada que realiza la Escuela Judicial , que permiten definir cuáles temas transversales y especializados, y cuáles reformas normativas deberán ser objeto prioritario de capacitación, así como la selección de las estrategias de aprendizaje más acordes para el logro de los objetivos dentro de un plazo razonable y con resultados palpables. 


El objetivo principal de este programa es actualizar constantemente a los jueces y juezas en el desarrollo de las competencias laborales necesarias para el ejercicio de su labor, producto de reformas normativas y jurisprudenciales, así como también del avance y nuevas tendencias en diversas áreas del saber científico, tecnológico y jurídico.

Programa de especialización para juezas y jueces: Este programa está orientado a brindar una formación integral y sistemática a los jueces y juezas para especializarlos y especializarlas en las competencias propias de las labores que desempeñan en el ámbito de su jurisdicción, complementa de esta forma la formación y capacitación inicial o básica recibida  y procura reforzar aquellas competencias profesionales acordes con el perfil de cada área especializada de la administración de justicia.  El objetivo principal del programa de especialización es brindar a la persona juzgadora de cada ámbito jurisdiccional las competencias básicas cognitivas, actitudinales y de destrezas y habilidades necesarias para el ejercicio exitoso de su función mediante planes de formación y capacitación integrales, sistemáticos y de profundización. Este Programa se encuentra integrado por varios subprogramas.

Estos programas requieren de atención individualizada de acuerdo con sus especificidades,  así como de un hilo conductor que les imprima un sentido de integralidad en función del norte común de brindar un mejor servicio.  

Desde esta perspectiva se hace necesario establecer un enfoque pedagógico que dé sustento a la visión con que se desarrolla cada uno de los programas, los cuales pueden ser considerados como dos grandes bloques de formación.  A continuación se presenta la particularidad de estos dos bloques y el enfoque sobre el cual se desarrollan los procesos académicos en cada uno de ellos.

a) Bloques de programas y enfoques pedagógicos aplicados

Dada la naturaleza de los programas y la población a la que se dirigen, se ha considerado  pertinente el organizarlos por bloques. El primero de estos bloques está constituido por los programas de Formación General Básica, Formación Inicial y Formación para Auxiliares Judiciales. El segundo bloque lo conforman los programas de Actualización y de Especialización.

Un enfoque pedagógico tiene la función de orientar el proceso educativo considerando para ello las competencias humanas, intelectuales y laborales de las personas hacia las que se dirige.  Influye en la forma de planear, organizar, desarrollar y evaluar el currículo educativo en sus diferentes componentes: propósitos, contenidos, secuencia, métodos, recursos didácticos y evaluación. Cada enfoque tiene su forma particular de abordar cada uno de los componentes del currículo y de dar respuesta a las preguntas: ¿para qué enseñar?, ¿qué enseñar?, ¿cuándo enseñar?, ¿con qué enseñar? Y ¿cómo evaluar?, lo cual hace característico un estilo de enseñanza-aprendizaje.

El enfoque pedagógico por competencias conjunta la teoría y práctica, el ser con el saber y con el hacer. Busca desarrollar los atributos de la persona para su aplicación de manera óptima e inteligente,  en el desempeño de su función. Donde el saber hacer implica la  integridad de la ocupación y del sistema de organización del trabajo, articula la teoría y la práctica y la relaciona con la experiencia individual de aprendizaje con la situación grupal.

El enfoque pedagógico constructivista social aporta el tamiz contextual sobre el cual interpretar los procesos de aprendizaje y las necesidades y posibilidades de formación de los participantes y considera la importancia de la interacción entre sujetos y su relación en el plano social, la transferencia de significados, la dinámica de esos procesos de cambio constante, y las potencialidades del individuo impulsadas en sus procesos de metacognición. Se parte de la premisa de que el centro de la acción educativa es la persona participante y su papel dentro de cada actividad académica es esencialmente activo, tomando en consideración sus conocimientos, experiencia y motivaciones previas.

La Escuela Judicial  en sus programas de formación y capacitación responde a las especificaciones propias de cada una de las materias que atienden las personas servidoras del Poder Judicial, para lo cual articula en su oferta ambos enfoques.

IV. Apuntes teóricos acerca de los enfoque  por Competencias Profesionales y Constructivista Social 

El enfoque  por Competencias Profesionales

La necesidad de definir, impulsar y alcanzar competencias específicas para el desempeño eficiente y efectivo en una labor determinada; permite la creación de situaciones interactivas de aprendizaje, donde se presenta la expresión reflexiva, crítica, vivencial y creativa; en la cual es importante la observación de los desempeños y los progresos en su proceso contextual correspondiente.

Las múltiples transformaciones que han tenido lugar en el mundo a lo largo de las últimas décadas han provocado cambios fundamentales en las condiciones de vida de las sociedades. Las modificaciones en la esfera de la producción, el desarrollo científico y tecnológico, la globalización, el valor del conocimiento, expresan procesos sumamente complejos que generan tendencias diversas. La educación y la capacitación profesional no han sido la excepción ya que también están experimentando cambios importantes.

Entre los factores que han producido este ambiente de cambio se incluyen la toma de conciencia de los retos que implica una economía globalizada y la competencia internacional. Entre los requisitos para lograr una economía que responda a las exigencias mundiales se incluye una fuerza laboral calificada y flexible, que se caracterice por una gran productividad y por la capacidad de satisfacer las necesidades de un mercado en proceso de cambio.  De este modo se presenta la necesidad de “relacionar de una manera más efectiva la educación con el mundo del trabajo, lo que conduce al sector oficial a promover la implementación de las opciones educativas basadas en los denominados modelos por competencias” (Huerta,2000), por lo que se plantea como de mayor relevancia poseer competencias para la solución de problemas específicos que tener una preparación en lo abstracto sin la posibilidad de contar con expectativas para solucionarlos.

Existen diferentes aproximaciones conceptuales respecto al tema de las competencias. Un concepto generalmente aceptado la define como una capacidad efectiva para llevar a cabo exitosamente una actividad plenamente identificada, y debe tener claro que la competencia no es una probabilidad de éxito en la ejecución de un trabajo; sino que es una capacidad real y demostrada en la ejecución de ese trabajo.  Por tanto, “en un sistema basado en competencias, las bases deben ser normas explicitas y mensurables del desempeño que se basan en el resultado y reflejan las expectativas reales del desempeño, en una función del trabajo” (Fletcher, 2000)

El trabajo que se propone realizar en la Escuela Judicial ,parte del enfoque de las “competencias profesionales” consideradas como las respuestas profesionales que una persona da a los requerimientos de su puesto de trabajo, cuyas características se relacionan de forma estrecha con el enfoque holístico e incluye aspectos individuales como la experiencia previa, así como los saberes, las destrezas, habilidades, valores y actitudes que se integran a ella, permitiendo su aplicación en el momento inmediato en el que se presente la necesidad de aplicarlas. Se retoma aquí el aspecto del contexto determinado, donde la transferibilidad (Pérez Escoda,2001) señala el desarrollo de las competencias y su aplicación en diversos contextos y realidades.

Esta es la base conceptual en la que la competencia profesional permite a la persona  administradora de justicia, enfrentar diversas situaciones propias de su campo profesional logrando un desempeño idóneo; para lo cual es clave que pueda coordinar las habilidades, buscando recombinar éstas así como las actitudes y conocimientos previos, debe desaprender, para reaprender y de esta forma tratar con situaciones nuevas, ya que en esto consiste un programa por competencias.

Este enfoque de competencias profesionales con el ámbito educativo, se presenta con el propósito de optimizar la preparación profesional en distintas disciplinas, para que la incorporación al ambiente laboral sea consecuente con las necesidades que se presentan, mismas que se detectan mediante estudios e investigaciones; considerando así que la competencia se refiere a las funciones, tareas y roles de un profesional, que le permiten desarrollar de forma idónea su puesto de trabajo y que son resultado y objeto de un proceso de capacitación y cualificación que señala que la persona “es capaz de” o “está capacitada para”.

Es preciso aclarar que las competencias sólo son identificables en la acción; no son reducibles ni al saber, ni al saber-hacer, pues el poseer unas capacidades no significa ser competente, por cuanto la competencia no reside en las capacidades sino en el empleo adecuado de estas, es lograr trasladarse del saber a la acción, es una reconstrucción de las capacidades adquiridas mediante un proceso educativo, y su aplicación contextualizada en una función o tarea, razón que justifica el que se señale que se trata de “un proceso con valor añadido”(Le Boterf, 1994), donde se pone en práctica-acción el conocimiento y el saber hacer. 

Es así como en este proceso debe agregarse el contexto, punto clave en la definición, debido a que no puede separarse de las condiciones específicas en las que se evidencia, de  ahí que como lo plantea Tejada Fernández, “las competencias apuntan en la dirección del análisis y solución de problemas en un contexto particular en el que a partir de dicho análisis ( y para el mismo) se movilizan pertinentemente todos los recursos (saberes) que dispone el individuo para resolver eficazmente el problema dado.”(Tejada, 1999) . De esta manera, la competencia sólo puede ser expresada mediante prácticas sociales contextualmente definidas relacionadas con las reglas y expectativas derivadas del propio contexto.

Ello no supone necesariamente que cada contexto exija una competencia particular, sino que la propia situación demanda una respuesta contextualizada. De esta forma, de las capacidades disponibles del individuo, en una acción combinada de ellas puede; gracias a la flexibilidad y adaptabilidad; obtener la solución o respuesta apropiada para la situación a la que se enfrenta, aspecto que conduce a la noción de competencia relacional, la que reúne factores de las habilidades de las personas y las tareas que tienen en determinadas situaciones.

Estos aspectos conforman el enfoque holístico en el sentido de que integra y relaciona atributos y tareas, permite que ocurran varias acciones simultáneamente y toma en cuenta el contexto y la cultura del lugar de trabajo en el cual ocurre la acción; asimismo, admite que algunos actos intencionales incluyan otros en el nivel adecuado de generalización, factor planteado por Gonczi en su obra Instrumentación basada en competencias (1996) y que es adoptada por diversos países en distintas áreas, pues incorpora la ética y los valores como elementos del desempeño competente.

El modelo de competencias profesionales integrales establece tres niveles, las competencias básicas, las genéricas y las específicas, cuyo rango de generalidad va de lo universal a lo particular. Las competencias básicas son las capacidades intelectuales indispensables para el aprendizaje de una profesión; en ellas se encuentran las competencias cognitivas, técnicas y metodológicas, muchas de las cuales son adquiridas en los niveles educativos previos. Las competencias genéricas son la base común de la profesión o se refieren a las situaciones concretas de la práctica profesional que requieren de respuestas complejas. Por último, las competencias específicas que son la base particular del ejercicio profesional y están vinculadas a condiciones específicas de ejecución.

Los componentes de las competencias

El análisis funcional es la base para la elaboración de las normas de competencia “Una norma de competencia es una expectativa de desempeño en el lugar de trabajo contra la cual es posible comparar un comportamiento observado” (Morfín: 2005: 91), de esta forma se puede afirmar que la norma es un modelo que permite establecer si un profesional es competente o no, constituye un lenguaje común para vincular la capacitación y el perfil profesional que se tiene como objetivo, y permite además la integración de las diversas formas de aprendizaje.  Se trata de un sistema objetivo, independiente y universalmente aplicable ya que proveé un estándar uniforme que permite evaluar fácilmente las competencias obtenidas por los individuos.

De esta manera, la integración de una norma de competencia en sus diferentes componentes –las unidades de competencia, los elementos, las evidencias de desempeño, los criterios de desempeño, el campo de aplicación, las evidencias de conocimiento y las guías para la evaluación–, es, a su vez la base para la elaboración de los currículos de formación basados en competencias. Donde los componentes son los elementos que constituyen y dan expresión a la competencia y se precisan en términos de la calidad con que deben lograrse; las evidencias de que fueron obtenidos; el campo de aplicación; y los conocimientos requeridos. Aspectos que se disgregan de las competencias identificadas desde la investigación que se llevó a cabo, en el caso que nos ocupa, los  Diagnóstico de Necesidades de Capacitación de la Escuela Judicial.

En este sentido, una propuesta del enfoque por competencias considera que todo ser humano tiene un gran potencial susceptible de ser desarrollado cuando muestra interés por aprender; por lo que se sustenta en los cuatro pilares para la educación que propone Delors (UNESCO, 1998) y que los definió como el aprender a conocer, aprender a hacer, aprender a convivir y aprender a ser. Estos pilares sustentan los dominios, que son los planteamientos que expresan lo que la persona logra dominar y demostrar en distintos desempeños al final de una experiencia de aprendizaje, y que se logran a través de lo que se denomina dominios de aprendizaje, expresados en términos de capacidades, pero que añaden una referencia explícita a los contenidos, como conjunto de saberes que configuran las áreas curriculares. Se trata de esta forma de tres grandes dominios:

Dominio Cognoscitivo: Hace referencia al aprender a conocer, aprender a aprender, ejercitando la atención, la memoria y el pensamiento.

Dominio Procedimental: Aprender a hacer a fin de adquirir no sólo una calificación profesional sino, más generalmente, una competencia que capacite al individuo para hacer frente a gran número de situaciones y a trabajar en equipo.

Dominio Actitudinal: Aprender a vivir juntos desarrollando la comprensión del otro y la percepción de las formas de interdependencia respetando los valores de pluralismo, comprensión mutua y paz.

Los dominios son entendidos como el conjunto de competencias que se conjugan en la persona profesional y la facultan para desempeñar el rol específico como administradora de justicia.

Al lado de los dominios y no menos importantes se encuentran el ámbito de desempeño así como los criterios de desempeño; aspectos que conforman igualmente los componentes de las competencias.

Los criterios de desempeño son definidos por Ana M. Catalano (2004) como los

“juicios de valor (relativos a la seguridad en el trabajo, al cuidado del medio ambiente, a la calidad y a la productividad) que orientan el accionar de el/la trabajador/a en su situación concreta de trabajo. El juicio de valor o criterio de actuación resulta central en el momento de evaluar la acción reflexiva realizada por un/a trabajador/a y reviste gran significación respecto de su desempeño competente.” (Catalano, 2004:219).  Sobre este mismo aspecto pero desde otra perspectiva, Tobón (2004) señala que los criterios de desempeño “son los resultados que una persona debe demostrar en situaciones reales del trabajo del ejercicio profesional o de la vida social” (Rial,2005:6), de esta manera se afirma que los criterios de desempeño establecen las condiciones que permiten verificar el desempeño correcto de la competencia, guiando la evaluación en el proceso educativo que se define; mientras que el ámbito de desempeño describe los diferentes ámbitos profesionales en los cuales se pondrá a prueba la competencia, señalando las condiciones en que esta se desarrolla.


4.2 El  enfoque Constructivista Social

El constructivismo como corriente pedagógica surge sobre el principio de que el conocimiento y la forma de relacionamiento socio afectivo de la persona no es solo un reflejo de las condiciones en las cuales esta se desenvuelve, sino que es la persona quien, a partir de sus conocimientos previos y mediante la interacción con el medio,  logra construir su propia visión del mundo, su interpretación y generar esquemas cada vez más elaborados.

Fundamentado en los razonamientos de Lev Vigotsky, el construtivismo social, considera  la interacción social como un pilar fundamental en el proceso enseñanza- aprendizaje.  Desde el constructivismo social la teoría de la actividad señala que el individuo se ajusta al contexto y a las condiciones en las que se desenvuelve, ahí se da la interacción con los objetos, los otros y el yo y se establece la relación entre el individuo y su medio mediante actividades de colaboración para las que requiere de una estructuración de su actividad mental que le permita diferenciar las acciones conscientes, no conscientes, generales, particulares, concretas y abstractas. Se determina el “saber hacer” desde la aplicabilidad y la transferibilidad de los conocimientos y habilidades, pues el sujeto posee independencia cognoscitiva que se traduce en dominio de las habilidades profesionales explícitas del currículo particular, en la orientación, regulación, asimilación, organización y apropiación de los diferentes procesos. Por estas particularidades, este enfoque sugiere el empleo de didácticas específicas, planeadas por etapas y dirigidas hacia una enseñanza colaborativa y desarrolladora. 

Para profundizar en el enfoque constructivista, se desarrollan brevemente algunos conceptos y estrategias o métodos asociados: aprendizaje significativo, enfoque de solución de problemas y el método de proyectos, todos los cuales se constituyen en fundamento importante dentro de las estrategias de aprendizaje que se emplearán.

Desde esta perspectiva el proceso enseñanza-aprendizaje parte del estudiante, en quien se potencia mediante la actividad social de producción y de construcción del conocimiento por medio de la crítica, la argumentación y la confrontación, razón por la cual es de gran importancia el contexto y la enseñanza colaborativa. 

El currículo a implementar debe ser flexible, cambiante de acuerdo a las exigencias y requerimientos del medio; participativo, teórico-práctico, que enfatice las habilidades cognitivas, de interacción y de comunicación.   Además debe considerar la interdisciplinariedad y el carácter investigativo, ya que se busca que las personas sean problematizadoras y propositivas, que construyan, investiguen, produzcan, recopilen, confronten, critiquen e indaguen por medio de técnicas que dinamicen la unidad dialéctica enseñanza-aprendizaje.

Se proponen métodos didácticos como los  etnográficos, que consideran tanto lo inductivo como lo deductivo y vinculan las distintas categorías que se generen para que permitan la construcción y enumeración de situaciones considerando tanto lo subjetivo como lo objetivo, buscando relaciones causales con el uso de procedimientos, técnicas y exposiciones con métodos eclécticos.  Se trata de métodos heurísticos y holísticos  que capaciten para realizar innovaciones positivas que faciliten solucionar una situación particular, así como que procuren la capacidad de entender los eventos desde el punto de vista de las múltiples interacciones que los caracterizan; con lo que se da una actitud integradora y explicativa, que orienta hacia una comprensión contextual de los procesos, de los actores y de sus situaciones.

En la Escuela Judicial se determinan las necesidades de capacitación de los jueces y juezas en sus diferentes especialidades  mediante estudios  diagnósticos de sus necesidades de capacitación , con los cuales se concluye la existencia de áreas de formación que deben ser incluidas en los programas de capacitación, asimismo,  los tópicos prioritarios que deben ser traducidos en ejes curriculares esenciales que le permitan ejercer adecuadamente sus labores cotidianas en consonancia con los principios y garantías del Estado Social y Democrático de Derecho.  También se consideró  que en Costa Rica las facultades y escuelas de Derecho – públicas y privadas – no incluyen en sus planes de estudio de grado, cursos de formación específica para el ejercicio de la función jurisdiccional.

V.  Cuadro sinóptico de los enfoques

Características
Competencias Profesionales
Constructivista Social

Objetivos
Definición de competencias en las que se integran conocimientos, procedimientos y actitudes por desarrollar.
Construcción de aprendizaje por parte de los estudiantes a partir de su experiencia.

Persona participante
Es el centro del proceso de aprendizaje, se busca que logre finalizar su programa y el desarrollo pleno de las competencias planteadas.
Las personas participantes son las responsables directas de su aprendizaje y aportan sus conocimientos previos.

Contenidos y Acciones para aprender 
Proporciona y vincula componentes teóricos y prácticos que responden a las necesidades de su apropiado desempeño.
Incluye información, procedimientos, actitudes y valores para la conformación de redes conceptuales. 

Persona facilitadora
Función mediadora del proceso aprendizaje, se orienta por el principio de que las  competencias implican un proceso de aprendizaje en contexto.
Persona mediadora del proceso de aprendizaje, que investiga los aprendizajes previos para estimular el aprendizaje significativo e interrelacionado. 

Metodología
Establece nexos entre conocimientos y práctica, se enfatiza en las actividades que contribuyen al perfil de salida.
Se concentra en estrategias que permiten la construcción del conocimiento con actividades de aprendizaje significativas.

Recursos
Se emplean aquellos que promueven las competencias a nivel teórico y práctico
Recursos que ayuden a construir el conocimiento para comprobar empíricamente una idea o probar una posible respuesta o solución aun problema.

Evaluación
Se efectúan valoraciones del avance en el proceso de desarrollo de competencias mediante evidencias y productos.
Parte integral del proceso de construcción del conocimiento mediante criterios de valoración.

Contexto
Considerado esencial para el desarrollo de las competencias 
La acción cooperativa y colaborativa dinamiza la construcción del conocimiento.
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El Lic. Francisco Fonseca Ramos, fiscal adjunto, Fiscalía de Control y Gestión, en oficio n° 110-UCS-10 del 21 de mayo de 2010,  suscrito al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director, Escuela Judicial, indica lo siguiente:

Mediante oficio número DIR-EJ-137-10, de fecha 10 de mayo del año en curso, se traslada a conocimiento de la Unidad de Capacitación del Ministerio Público, el documento denominado “Enfoque Pedagógico de las Actividades Académicas de la Escuela Judicial”, con la finalidad de efectuar observaciones.

Partiendo del supuesto de que este enfoque pedagógico se aplicará a aspirantes de nuevo ingreso a la judicatura, luego de una revisión del mencionado memorial, con la debida consideración, se efectúan las siguientes apreciaciones únicamente para el acápite II sobre Programas de Formación y Capacitación de la Escuela Judicial:

a) Nos parece más acorde, la presentación del programa denominado: “Programa de Formación  Inicial (PFI) para jueces y juezas” con anterioridad al “Programa de formación general básica para jueces y juezas”.


Lo anterior por cuanto el segundo Programa presentado, es en el que se define el perfil deseado y la aspiración de encontrar jueces y juezas con esas destrezas, capacidades y valores, aspecto que debe anteceder a la formación de éstos. 
De esta manera, con posterioridad a la determinación de los aspirantes competentes en los aspectos sustantivos del cargo, pasar a orientar la formación necesaria a un sistema de justicia humanista, equitativo, democrático, accesible, confiable, transparente eficaz y eficiente.


b) Consideramos que la orientación general del programa denominado “Programa de Formación General Básica para jueces y juezas” –el cual sugerimos de ubique como el segundo programa- debería ampliarse, para que además de orientarse hacia el servicio público para con las personas usuarias en lo términos señalados, se haga hincapié en la esencia misma de la función de un juez o jueza, sobre quienes en un régimen democrático como el costarricense recae un peso importantísimo, debiendo reconocer el alcance de sus pronunciamientos, la incidencia de estos en el mantenimiento de la paz y armonía social, los valores y principios rectores de la función jurisdiccional, en resumen, la interiorización de su medular rol dentro de un Estado Social Democrático de Derecho. Resulta fundamental que los y las discentes, mediante este programa logren ser conscientes de la importancia y trascendencia crítica de sus decisiones, y los efectos de estas, en el desenvolvimiento de esta sociedad.  


c) Por otro lado, en cuanto a la visión general del programa denominado “Programa de formación para auxiliares judiciales”, pueden apuntarse recomendaciones similares a las efectuadas al “Programa de formación general básica para jueces y juezas”. Concretamente, la orientación plasmada en el documento, se orienta sobre todo, a ofrecer una formación integral para el desempeño adecuado en el despacho como un apoyo eficiente a la labor de los jueces, esta visión debería ampliarse en cuanto a concienciar a estos oferentes de la importancia de la labor jurisdiccional de la cual serán auxiliares y de igual manera, sobre sus principios y valores rectores. Un poco es hacer hincapié en la importancia de la función y las responsabilidades asumidas al ejercerla. 
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La Licda. Waiman Hin Herrera, jefa de Gestión de la Capacitación y otros del Departamento de Gestión Humana, en oficio n° 183-CAP-10 del 18 de mayo de 2010,  suscrito al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director, Escuela Judicial, indica lo siguiente:

En atención al oficio N° DIR-EJ-137-10, en el que se nos remite el documento “Enfoque Pedagógico de las Actividades Académicas de la Escuela Judicial”, con el fin de que las Unidades de Capacitación, nos sirvamos enviar las respectivas observaciones, con el objetivo de presentar un documento final a los miembros del Consejo Directivo para su aprobación, nos permitimos respetuosamente indicar que esta oficina comparte la necesidad de establecer formalmente el enfoque pedagógico de la Escuela Judicial y de las Unidades de Capacitación, ya que en la medida en que se establezca la orientación de aprendizaje y enseñanza de las actividades de formación que están a nuestro cargo, se mejorará el servicio que le brindamos al Poder Judicial. 

Revisado el documento, su desarrollo se enfoca particularmente a la Escuela Judicial y no al resto de áreas que tienen responsabilidad de capacitación sobre otras poblaciones judiciales, por lo cual consideramos que la construcción de un enfoque pedagógico compartido debe desarrollarse en un escenario de aportes comunes en el que se analicen y consideren detenidamente todas las visiones de las áreas de capacitación y las características de los programas y poblaciones que atendemos todos. 

Compartimos la iniciativa sin embargo, con el fin de plantear una propuesta integral con participación de todos los sectores, el plazo otorgado para ese propósito es insuficiente. Asimismo, sometemos a su valioso criterio la importancia de iniciar este proceso de construcción, que nos permita, bajo la rectoría de la Escuela Judicial, considerar todas las condiciones antes señaladas. 
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El Dr. Marvin Carvajal Pérez expresó que el anterior documento fue confeccionado por la Escuela, con el fin de organizar un poco los programas de capacitación y que rumbo se iba seguir mediante el enfoque pedagógico.  

Manifiesta que dado las anteriores observaciones importantes del Ministerio Público y el Departamento de Gestión Humana al respecto, estima conveniente que dicho documento sea analizado en conjunto  por los especialistas de la Escuela y cada una de  las Unidades de Capacitación, para que generen un documento de consenso para el conocimiento de este Consejo. 

Indicó que es importante que se tome una decisión sobre este enfoque pedagógico, para que dentro de la labor de rectoría de la Escuela, se cuente con los elementos necesarios para supervisar que se cumpla en la Escuela y las Unidades.
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SE ACUERDA: Trasladar nuevamente a todas las Unidades de Capacitación y miembros jueces de este Consejo Directivo, el documento denominado “Enfoque Pedagógico de las Actividades Académicas de la Escuela Judicial”, para que cada uno y una lo analicen en conjunto con la Escuela Judicial y tomando este como base, generen un documento de consenso para el conocimiento de este Consejo. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO XI

La Licda. Olga Fallas Ulloa de la Unidad de Capacitación del Ministerio Público manifestó que la Defensa Pública asumió la asistencia jurídica en materia de familia a partir de mayo del año en curso, el cual les está preocupando porque en este momento no cuentan con la suficiente experiencia para formar defensores y no se cuenta con docentes  en la materia de familia y tampoco se cuenta con los recursos, preocupándoles la prestación de servicio público en esta materia, máxime la muy buena calidad de servicio brindado por la Defensa en las demás materias.

Manifiesta que se requiere capacitación urgente en esta materia, para ejercer una verdadera defensa técnica.

Asimismo, expresó que les preocupa la responsabilidad del defensor público como tal, en el ejercicio de sus funciones.  Indica que los  recursos económico con que cuentan son insuficientes dado la poca cantidad de dinero que se les asigna, observación se le hará al Consejo Superior para que se tome en consideración. Que en un proceso de divorcio que pareciera ser simple, se contempla diversos temas tales como: pensión alimentaria, eventualmente sucesorios, régimen de visitas, entre otros, implicando una serie de asuntos que la Defensa asumirá.  Dado lo anterior, solicitan el apoyo a la Escuela Judicial. 

El Dr. Marvin Carvajal, director de la Escuela Judicial manifestó que mientras se organizan para asumir este nuevo reto, se les podría colaborar a través de los procesos de capacitación en materia de familia de la Escuela.  Que actualmente se está diseñando la especialización en Familia por lo que los productos se podrían a disposición de la Defensa para su utilización.

Se le recomienda a la Defensa Pública que conversen previamente con la Comisión de Familia sobre la importancia de la práctica profesional en familia en los juzgados de esta materia, para las defensoras y los defensores, con el fin de contar con el correspondiente respaldo por parte de ellos, de previo a la gestión al respecto ante el Consejo Superior. 
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SE ACUERDA: Que mientras que la Defensa Pública organiza su propio programa de capacitación en lo que respecta a la materia de familia, la Escuela Judicial les brindará espacio en los cursos de la Escuela y se pondrá a su disposición los productos con que se cuenta en esta materia. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO XII

El Dr. Marvin Carvajal Pérez, comunicó a los miembros de este Consejo que la Escuela en reunión de todo el personal, acordaron una modificación del horario de trabajo para cumplir con las ocho horas completas, el cual fue presentado al Consejo Superior y aceptado por este. Pero que hubo un detalle muy especial por parte del Consejo Superior en donde acepto el cambio de jornada, pero no acepto el cambio de horario del bus. 

Se pidió la reconsideración al Consejo el cual no se acogió, manifestando que únicamente el Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva tienen la potestad para renegociar los contratos.  Manifestó que lo que se quería era buscar una solución ya que el personal optó por una jornada mayor, lo cual, no es fácil de negociar. Dicha negociación implicó meses de esfuerzo y negociación para el convencimiento de las personas. Indicó que en este momento las personas están desmotivadas por el tema del bus. Además, los participantes de los cursos de la Escuela utilizan este servicio, viéndose también afectados dado que los cursos inician más temprano debido al nuevo horario de la Escuela.  

Reiteró que el bus es utilizado por el personal que cuenta con el derecho al bus así como la gran población de participantes de los cursos de la Escuela Judicial, entre ellos los del O.I.J.

Dado lo anterior, solicito el apoyo de este Consejo para poder gestionar ante el Consejo Superior para que se le brinde el servicio de bus para la Escuela, con un horario coincidente a este.
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SE ACUERDA: Que este Consejo avala que el Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, realice gestión ante el Consejo Superior, para que se permita que el servicio de bus para la Escuela Judicial, sea en acorde con su nueva jornada laboral. ACUERDO FIRME.
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Se levanta la sesión a las doce horas y diez minutos.

Mag. Ana Virginia Calzada Miranda                         Dr. Marvin Carvajal Pérez

                     PRESIDENTA                                 DIRECTOR ESCUELA JUDICIAL
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